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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA FRACCIÓN XIV DEL ARTÍCULO 76 DEL BANDO MUNICIPAL 

DE TOLUCA 2012, AL SEÑALAR COMO UNA INFRACCIÓN A LAS DISPOSICIONES SOBRE 

EL ORDEN PÚBLICO, ORDENAR Y REALIZAR LA DISTRIBUCIÓN DE PROPAGANDA DE 

"CUALQUIER TIPO" EN LA VÍA PÚBLICA, SIN LA AUTORIZACIÓN DE LA AUTORIDAD 

COMPETENTE, VIOLA ESE DERECHO HUMANO.*

El artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho humano 

a la libre expresión de las ideas, mientras que el 7o. de la propia Norma Fundamental declara inviolable la 

libertad de difundir opiniones, información e ideas por cualquier medio; por su parte, el artículo 13 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos ha sido interpretado por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos como el derecho y la libertad de expresar el propio pensamiento, y de buscar, 

recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Consecuentemente, la fracción XIV del artículo 76 

del Bando Municipal de Toluca 2012, publicado en la Gaceta del Gobierno el 4 de abril de 2012, al señalar 

como una infracción a las disposiciones sobre el orden público, ordenar y realizar la distribución de pro­

paganda de "cualquier tipo" en la vía pública, sin la autorización de la autoridad competente, viola el de­

recho humano mencionado, pues no puede entenderse referida únicamente al ámbito comercial, por lo 

que invade la vertiente pública e institucional que contribuye de manera esencial a la formación y al man­

tenimiento de una opinión pública libre y bien informada, elemento imprescindible para el buen funcio­

namiento de la democracia representativa, de la cual goza la libertad de expresión, pues si bien es cierto 

que el límite de las personas en el ejercicio de su derecho a manifestar cualquier tipo de idea, incluso a 

disentir del sistema y a realizar críticas, se restringe únicamente a que no se ponga en peligro el orden 

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1540, Tesis: (I Región) 8o.23 A (10a.), Registro: 2006306.
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público y no se afecten los derechos de los demás, también lo es que no es válido establecer como una 

violación al orden público el ejercicio de un derecho humano consagrado en la Constitución y en los 

tratados internacionales.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON 
RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO.

Amparo directo 763/2013 (cuaderno auxiliar 1053/2013) del índice del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Segundo Circuito, con apoyo del Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México. 16 de enero de 2014. Unanimidad 
de votos. Ponente: Gustavo Alcaraz Núñez. Secretaria: Perla Fabiola Estrada Ayala.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LOS FUNCIONARIOS UNI­
VERSITARIOS DEBEN TOLERAR UNA MAYOR INTROMISIÓN EN SU DERECHO AL HONOR, 
A LA VIDA PRIVADA Y A SU PROPIA IMAGEN, CUANDO RECIBAN CRÍTICAS SOBRE SU 
DESEMPEÑO EN EL CARGO.*

La naturaleza jurídica de las universidades autónomas, como organismos descentralizados del Estado con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, en donde se imparte educación en los niveles establecidos en el 

artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, les confiere a sus funcionarios 

diversas potestades administrativas relacionadas con un servicio de carácter público. Así, tal circuns­

tancia justifica el mayor escrutinio al que están sometidos los funcionarios universitarios, quienes deben 

tolerar una mayor intromisión en su derecho al honor, a la vida privada y a la propia imagen cuando reciban 

cuestionamientos sobre su desempeño en el cargo, máxime que las afirmaciones y apreciaciones sobre su 

actuación fomentan la transparencia y crítica de la gestión estatal en un ámbito particularmente sensible 

para el desarrollo nacional, como es la educación pública superior.

Amparo directo en revisión 3123/2013. 7 de febrero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, Primera Sala, p. 808, Tesis: 
1a. CL/2014 (10a.), Registro: 2006174.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN EN EL ÁMBITO ACADÉMICO. 
SU ESPECIAL PROTECCIÓN.*

Si bien es cierto que, en principio, todas las formas de expresión están protegidas por el derecho a la 

libertad de expresión reconocido por los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también lo es que existen 

ciertos tipos de discurso que reciben una protección especial por su importancia para el ejercicio de los 

demás derechos humanos o para la consolidación, el funcionamiento y la preservación de la democracia; 

entre los cuales se encuentra la información generada en ámbitos académicos. En efecto, las libertades 

de pensamiento y expresión constituyen la esencia de la actividad académica, cuya función no se reduce 

a transmitir el conocimiento existente, sino que incluye la exploración de sus límites y posibilidades. De ahí 

que, en un ambiente académico, cualquier restricción al contenido de una expresión sea perniciosa, al 

grado de que, en ocasiones, puede ser incompatible con la investigación y difusión del conocimiento. 

Lo anterior exige un mayor grado de tolerancia a la crítica en el ámbito académico —como puede ser la 

universidad pública—, en donde el intercambio de opiniones debe ser particularmente robusto.

Amparo directo en revisión 3123/2013. 7 de febrero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, Primera Sala, p. 807, Tesis: 
1a. CXLIX/2014 (10a.), Registro: 2006173.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. CONCEPTO DE INTERÉS 
PÚBLICO DE LAS EXPRESIONES, INFORMACIONES, IDEAS Y OPINIONES SOBRE FUNCIO­
NARIOS Y CANDIDATOS.*

La jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que las expresiones 

e informaciones atinentes a los funcionarios públicos, a particulares involucrados voluntariamente en 

asuntos públicos, y a candidatos a ocupar cargos públicos, gozan de un mayor grado de protección. Tales 

personas, en razón de la naturaleza pública de las funciones que cumplen, están sujetas a un tipo diferente 

de protección de su reputación o de su honra frente a las demás personas, y correlativamente, deben tener 

un umbral mayor de tolerancia ante la crítica. Ahora bien, a fin de determinar si cierta expresión sobre 

algún funcionario o candidato a ocupar un cargo público tiene relevancia pública no se requiere que un 

determinado porcentaje de la población concentre su atención en la controversia o que los líderes de 

opinión se refieran a ella, pues el mero hecho de que la expresión esté relacionada con el control ciuda­

dano sobre su desempeño hace la información relevante.

Amparo directo en revisión 3123/2013. 7 de febrero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, Primera Sala, p. 806, Tesis: 
1a. CLII/2014 (10a.), Registro: 2006172.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. LOS REQUISITOS DE SU VERACIDAD E IMPARCIALIDAD 
NO SÓLO SON EXIGIBLES A PERIODISTAS O PROFESIONALES DE LA COMUNICACIÓN, 
SINO A TODO AQUEL QUE FUNJA COMO INFORMADOR.*

Con base en los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha distinguido entre la expresión de opiniones y la emisión de 

aseveraciones sobre hechos. Así, mientras que de las opiniones no puede predicarse su verdad o falsedad, 

de los hechos sí puede juzgarse su correspondencia con la realidad. En este sentido, la información sobre 

hechos cuya búsqueda, obtención y amplia difusión están constitucionalmente protegidas es aquella que 

es veraz e imparcial. Así, el requisito de veracidad como límite interno implica una exigencia de que la 

información difundida esté respaldada por un ejercicio razonable de investigación y comprobación de su 

asiento en la realidad, mientras que el requisito de imparcialidad constituye una barrera contra la ter­

giversación abierta y la difusión intencional de inexactitudes. Ahora bien, esta exigencia no sólo recae en 

periodistas y profesionales de la comunicación acerca de sus notas periodísticas, reportajes y entrevistas, 

sino en todo aquel que funja como informador. Lo anterior es así, toda vez que el elemento definitorio para 

exigir a una persona cierta diligencia en la comprobación de los hechos es la difusión de determinada 

información que considera noticiable y destinada a influir a su vez en la opinión pública, con indepen­

dencia de su actividad laboral, título universitario o estatus profesional.

Amparo directo en revisión 3123/2013. 7 de febrero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, Primera Sala, p. 797, Tesis: 
1a. CLI/2014 (10a.), Registro: 2006168.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA INFORMACIÓN DIFUN­
DIDA DEBE ESTAR VINCULADA CON LA CIRCUNSTANCIA QUE LE DA A UNA PERSONA 
PROYECCIÓN PÚBLICA, PARA PODER SER CONSIDERADA COMO TAL.*

La proyección pública se adquiere debido a que la persona de que se trate, su actividad, o el suceso con el 

cual se le vincula, tenga trascendencia para la comunidad en general, esto es, que pueda justificarse 

razonablemente el interés que tiene la comunidad en el conocimiento y difusión de la información. En esa 

medida, las personas con proyección pública deben admitir una disminución en la protección a su vida 

privada, siempre y cuando la información difundida tenga alguna vinculación con la circunstancia que les 

da proyección pública, o ellos la hayan voluntariamente difundido. Esto es, si la información difundida no 

versa sobre la actividad desarrollada por la persona en sus negocios o en sus actividades profesionales, 

ni tiene vinculación alguna con dichos aspectos, no es posible justificar un interés público en la misma. 

Lo anterior conduce a concluir que el hecho de que una persona sea conocida en el medio en que se 

desenvuelve, ello no la convierte, por sí solo, en persona con proyección pública para efectos del ejercicio 

ponderativo sobre los límites a la libertad de expresión y al derecho de información.

Amparo directo 23/2013. 21 de agosto de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo; los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero de 2014, Primera Sala, p. 674, Tesis: 
1a. XLVI/2014 (10a.), Registro: 2005538.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA DETERMINACIÓN RES­
PECTO DE SI UNA PERSONA DEBE CONSIDERARSE CON PROYECCIÓN PÚBLICA, NO 
DEBE CONSTREÑIRSE AL MOMENTO EN QUE SUCEDIERON LOS HECHOS QUE MA­
NIFIESTA AFECTARON SU REPUTACIÓN, SINO QUE DEBE EXTENDERSE HASTA EL DIC­
TADO DE LA SENTENCIA CORRESPONDIENTE.*

Para que la candidatura a un cargo de elección popular le dé proyección pública a quien se duele de una 

invasión a sus derechos de la personalidad, deben considerarse dos aspectos: 1) el momento en que tuvo 

lugar ese hecho en relación con todas las actuaciones relevantes del juicio natural; y, 2) que la información 

difundida guarde alguna vinculación con su candidatura a un cargo público y el desempeño de ésta; 

es decir, que tenga alguna trascendencia para la comunidad en general, de forma que pueda justificarse 

razonablemente el interés de la comunidad en su conocimiento y difusión. Ahora bien, el análisis para 

determinar si una persona tiene proyección pública no debe limitarse al momento en que sucedieron los 

hechos que manifiesta afectaron su reputación, sino que debe extenderse al en que se reclama el daño 

moral, pues la popularidad que tenga la persona que se considere afectada en el momento en que se 

valora una merma en su reputación y se dicta la sentencia correspondiente, es esencial para determinar si 

se ocasionó ese daño o no y, en su caso, el alcance de éste. De ahí que para resolver la acción ejercitada 

por un candidato a un cargo público que se considera afectado, y determinar si se le causó un daño moral, 

debe analizarse el periodo que corre desde que se difundió la información hasta el dictado de la sentencia; 

en congruencia, tampoco debe excluirse de la valoración la notoriedad o proyección que haya tenido la 

persona durante dicho periodo, pues el análisis de los derechos en conflicto debe incluir todos aquellos 

aspectos que puedan incidir en la ponderación para determinar la intensidad y trascendencia de cada uno 

de los derechos en juego.

Amparo directo 23/2013. 21 de agosto de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo; los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero de 2014, Primera Sala, p. 673, Tesis: 
1a. XLVII/2014 (10a.), Registro: 2005537.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. FORMA EN QUE LA "MORAL" 

O "LAS BUENAS COSTUMBRES", PUEDEN CONSTITUIR RESTRICCIONES LEGÍTIMAS A 

DICHOS DERECHOS FUNDAMENTALES.*

Si bien es cierto que el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala 

como límite a la libertad de expresión y el derecho a la información "el ataque a la moral", y que el Código 

Civil para el Distrito Federal en su artículo 1830, define ese hecho ilícito como aquel contrario a las leyes 

de orden público o a las "buenas costumbres", también lo es que los límites a aquéllos constituyen la 

excepción a la regla y, como tales, deben interpretarse en forma restrictiva. Así, atendiendo al carácter 

abstracto e indefinido que tienen los conceptos de "moral" y "buenas costumbres", así como a su muta­

bilidad, porque cambian constantemente desde una perspectiva social y de persona a persona, debe 

determinarse la medida y el alcance en que éstos pueden constituir restricciones legítimas a la libertad de 

expresión y el derecho a la información. Entonces, con base en la doctrina desarrollada por este alto tri­

bunal, las restricciones a los derechos fundamentales no deben ser arbitrarias, sino que deben perseguir 

finalidades constitucionalmente válidas, ser necesarias para su consecución y proporcionales, esto es, la 

persecución de ese objetivo no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de los 

otros derechos fundamentales. Ahora bien, lo que debe entenderse por "moral" o por "buenas costumbres", 

no puede identificarse con las normas culturales que prevalecen en una sociedad y época determinadas, 

sino que debe constreñirse al concepto de moral "pública", entendida como el núcleo de convicciones 

básicas y fundamentales sobre lo bueno y lo malo en una sociedad. De ahí que interpretar el término 

"moral" o "buenas costumbres" en forma más extensa, o apelando a lo que consideran las mayorías, consti­

tuiría una herramienta para hacer nugatorios los derechos fundamentales de las minorías, y resultaría 

contrario al pluralismo característico de una sociedad democrática. En ese sentido, el Comité de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas ha reconocido que la moral pública varía ampliamente, por lo que no 

existe un principio aplicable universalmente; sin embargo, ha agregado que toda restricción a la libertad 

de expresión no sólo debe justificarse en la protección de un objetivo legítimo —la moral pública—, sino 

que también debe acreditarse que la medida sea necesaria para lograr ese objetivo. Asimismo, el Relator 

de Naciones Unidas para la Libertad de Expresión ha señalado que las restricciones a la libertad de 

expresión no deben de aplicarse de modo que fomenten el prejuicio y la intolerancia, sino que deben 

protegerse las opiniones minoritarias, incluso aquellas que incomoden a las mayorías. Por lo tanto, debe 

*	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero de 2014, Primera Sala, p. 672, Tesis: 
1a. L/2014 (10a.), Registro: 2005536.
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distinguirse entre el fomento a la conducta inmoral, que puede ser un motivo legítimo para la aplicación 

de restricciones, y la expresión de opiniones disidentes o la ruptura de tabúes. En conclusión, la deter­

minación del concepto de "moral" o "buenas costumbres", como límite a los derechos a la libertad de 

expresión y de información, no puede ser exclusivamente valorativa, ni atender a los criterios de un grupo 

determinado, sino que debe quedar plenamente justificada, sin limitarlos innecesariamente.

Amparo directo 23/2013. 21 de agosto de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo; los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. QUIENES ASPIRAN A UN CARGO PÚBLICO DEBEN CONSI­
DERARSE COMO PERSONAS PÚBLICAS Y, EN CONSECUENCIA, SOPORTAR UN MAYOR 
NIVEL DE INTROMISIÓN EN SU VIDA PRIVADA.*

En lo relativo a la protección y los límites de la libertad de expresión, esta Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación ha adoptado el estándar que la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha denominado como sistema dual de protección, 

en virtud del cual, los límites de crítica son más amplios si ésta se refiere a personas que, por dedicarse a 

actividades públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad democrática, están expuestas a un más 

riguroso control de sus actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin proyección alguna. 

En tal sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la doctrina 

que ha ido construyendo en la materia, a efecto de determinar cuándo puede considerarse que una per­

sona es figura pública, no se refiere únicamente a los servidores públicos, pues las personas que aspiran 

a ocupar un cargo público, válidamente pueden ser consideradas como tales. Dicha conclusión no sólo es 

coincidente con la doctrina de este alto tribunal, sino también con el marco jurídico que sobre la materia 

ha emitido la propia Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, el cual señala que los discursos especialmente protegidos se refieren, entre otros, a 

los funcionarios públicos, así como a los candidatos a ocupar cargos públicos.

Amparo directo en revisión 1013/2013. 12 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 562, Tesis: 
1a. CCXXIII/2013 (10a.), Registro: 2004022.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA INJERENCIA EN LA VIDA PRIVADA DE QUIENES PARTICIPAN 
EN LOS PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN PARA CARGOS PÚBLICOS, SE JUSTIFICA POR EL 
INTERÉS PÚBLICO QUE REVISTEN DICHOS PROCEDIMIENTOS.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe un claro interés por parte 

de la sociedad en torno a que la función que tienen encomendada los servidores públicos sea desem­

peñada de forma adecuada. Al respecto, existen ciertos cargos públicos para los cuales se prevén pro­

cedimientos de selección —ajenos al sufragio popular—, ello en virtud de las funciones encomendadas a 

los mismos. Dichos procedimientos consisten en una serie de fases concatenadas, mediante las cuales se 

busca evaluar cuál o cuáles de los candidatos cumplen a cabalidad con los requisitos y con las directrices 

que para tal efecto han sido emitidas, cuyo cumplimiento, en un principio, significa que el cargo será 

ejercido de forma adecuada. Por tanto, la instauración de este tipo de procedimientos adquiere razona­

bilidad dentro de una sociedad democrática, en la medida en que su existencia posibilita que se lleve a 

cabo un debate en torno a las personas que aspiran a ocupar un cargo público, mediante el cual se 

evalúan y discuten las características y perfiles de los involucrados y, adicionalmente, mediante los 

mismos se permite que la sociedad se involucre, al tener conocimiento de quiénes aspiran a ocupar un 

cargo público, con qué méritos cuentan para ello y, en general, permiten tener conocimiento de las ra­

zones que se emplearon para tomar la decisión en torno a qué personas eran idóneas para el cargo res­

pectivo. Así, la existencia de un debate en relación con los perfiles de quienes aspiran a cubrir un cargo 

público, no sólo es un tema de evidente interés público, sino que además, es una condición indispen­

sable para que en una sociedad democrática, abierta y plural, accedan al cargo correspondiente las 

personas más calificadas, situación que justifica la injerencia en la vida privada de quienes de forma 

voluntaria se sometieron a la evaluación respectiva.

Amparo directo en revisión 1013/2013. 12 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 
1a. CCXXIV/2013 (10a.), Registro: 2004021.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA INJERENCIA EN LA VIDA PRIVADA DE QUIENES PARTICIPAN 
EN LOS PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN PARA CARGOS PÚBLICOS, NO SE LIMITA A LOS 
DOCUMENTOS PRESENTADOS POR LOS PROPIOS CONTENDIENTES.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la intromisión que se realice en 

la vida privada de quienes participan en los procedimientos de selección para cargos públicos, no se 

puede limitar a los documentos que los mismos contendientes presentan a fin de ser seleccionados. 

Lo anterior es así, pues el desahogo de un procedimiento para elegir a quienes ejercerán un cargo público 

es un tema que entraña un claro interés de la sociedad, ya que resulta fundamental que se lleve a cabo un 

análisis pormenorizado del perfil de quienes aspiran a realizar una función pública. Así, limitar la intro­

misión en la vida privada de los contendientes a los datos que los mismos dan a conocer, implicaría por 

una parte limitar las atribuciones de quienes tienen a su cargo la labor de elegir a las personas que 

desempeñarán un cargo público y, adicionalmente, se trastocaría la lógica y dinámica de un procedimien­

to de tal naturaleza, ya que la evaluación de los perfiles se realizaría conforme a los límites señalados por 

los propios aspirantes mediante la documentación que presenten, vulnerándose así los principios de 

imparcialidad y objetividad que deben regir en dichas situaciones.

Amparo directo en revisión 1013/2013. 12 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 
1a. CCXXV/2013 (10a.), Registro: 2004020.
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PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU RELACIÓN CON LA 
EXPOSICIÓN DE DETENIDOS ANTE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN.*

A lo largo de su jurisprudencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reco­

nocido el papel central que juegan la libertad de expresión y el derecho a la información en un Estado 

democrático constitucional de Derecho, como piezas centrales para el adecuado funcionamiento de la 

democracia representativa. El orden constitucional mexicano promueve la comunicación libre y social­

mente trascendente, pues el intercambio de información y opiniones entre los distintos comunicadores 

contribuirá a la formación de la voluntad social y estatal, de modo que es posible afirmar que el desplie­

gue comunicativo es constitutivo de los procesos sociales y políticos. Sin embargo, el proporcionar infor­

mación sobre eventos de interés nacional para un debido ejercicio del derecho a la información no puede 

justificar la violación de los derechos fundamentales de los detenidos y acusados. Es decir, la finalidad de 

brindar información sobre hechos delictuosos a los medios periodísticos no puede justificar la violación a 

la presunción de inocencia, como regla de trato en su vertiente extraprocesal, por parte de las autoridades 

que exponen como culpables a los detenidos. En este sentido, se estima que al proporcionar información 

sobre hechos delictuosos, las autoridades deben abstenerse de deformar la realidad a fin de exponer a una 

persona frente a la sociedad y, principalmente, frente a las futuras partes del proceso, como los culpables 

del hecho delictivo. Por el contrario, deben constreñirse a presentar en forma descriptiva y no valorativa la 

información relativa a la causa penal que pueda tener relevancia pública, absteniéndose de brindar infor­

mación sugestiva que exponga al detenido a un juicio paralelo y viole su derecho a ser tratado como 

inocente durante el trámite del procedimiento e, incluso, desde antes de que se inicie. Esta misma lógica 

ha sido sostenida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual estableció en el Caso Cabrera 

García y Montiel Flores vs. México, que el principio de presunción de inocencia implica que los juzgadores 

no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, 

por lo que la carga de la prueba está a cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser usada en beneficio 

del acusado. En el mismo sentido, al dictar sentencia en el Caso Loayza Tamayo vs. Perú, la Corte Intera­

mericana condenó enfáticamente la práctica consistente en exponer ante los medios de comunicación a 

personas acusadas por la comisión de delitos, cuando aún no han sido condenadas por sentencia firme. 

Al respecto, dicho tribunal sostuvo que el derecho a la presunción de inocencia exige que el Estado no 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 565, Tesis: 
1a. CLXXVIII/2013 (10a.), Registro: 2003695.
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condene informalmente a una persona o emita un juicio ante la sociedad que contribuya así a formar una 

opinión pública, mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad penal de aquélla.

Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto 
concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y 
Beatriz J. Jaimes Ramos.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. UNA PERSONA PUEDE AD­
QUIRIR PROYECCIÓN PÚBLICA, SI ESTÁ RELACIONADA CON ALGÚN SUCESO QUE, POR 
SÍ MISMO, REVISTE INTERÉS PÚBLICO PARA LA SOCIEDAD.*

En la tesis 1a. CCXIX/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 278, de rubro: "DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. 

SU RESISTENCIA FRENTE A INSTANCIAS DE EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y EL DERECHO 

A LA INFORMACIÓN ES MENOR CUANDO SUS TITULARES TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS.", 

esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló que quienes desempeñan, han 

desempeñado o desean desempeñar responsabilidades públicas, tienen pretensiones en términos de 

intimidad y respeto al honor con menos resistencia normativa general que los ciudadanos ordinarios, por 

motivos ligados al tipo de actividad que han decidido desempeñar, que exige un escrutinio público intenso 

de sus actividades. Asimismo, en la tesis 1a. XLI/2010, difundida en los señalados medio y Época, Tomo 

XXXI, marzo de 2010, página 923, de rubro: "DERECHOS A LA PRIVACIDAD, A LA INTIMIDAD Y AL HONOR. 

SU PROTECCIÓN ES MENOS EXTENSA EN PERSONAS PÚBLICAS QUE TRATÁNDOSE DE PERSONAS 

PRIVADAS O PARTICULARES.", la propia Sala agregó que también son personas con proyección pública 

aquellas que, por circunstancias sociales, familiares, artísticas, deportivas, o bien, porque han difundido 

hechos y acontecimientos de su vida privada, o cualquier otra situación análoga, son notoriamente cono­

cidas o tienen proyección o notoriedad en una comunidad y, por ende, deben resistir un mayor nivel de 

injerencia en su intimidad, de manera que la protección a su privacidad e incluso a su honor o reputación, 

es menos extensa que tratándose de personas privadas o particulares, porque aceptan voluntariamente, 

por situarse en la posición que ocupan, exponerse al escrutinio público. Cabe añadir que una persona 

también puede adquirir proyección pública por estar relacionada con algún suceso que, por sí mismo, 

revista interés público para la sociedad, lo que a su vez le puede ocasionar una protección menos extensa 

de sus derechos de la personalidad.

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 562, Tesis: 
1a. CXXVI/2013 (10a.), Registro: 2003648.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU PROTECCIÓN EN EL 
DENOMINADO "PERIODISMO DE DENUNCIA".*

El "periodismo de denuncia" es la difusión de notas periodísticas, opiniones, declaraciones o testimonios 

que tienen por objeto divulgar información de interés público, ya sea para toda la sociedad o para una 

comunidad determinada, como la denuncia de irregularidades en el ejercicio de la función pública, o de 

un trato diferenciado en la aplicación de la ley en favor de grupos privilegiados, ya que es de interés público 

que no haya privilegios o excepciones en la aplicación de la ley. Por tanto, no puede sancionarse un escru­

tinio intenso por parte de la sociedad y de los profesionales de la prensa, en aquellos casos en donde 

existan indicios de un trato privilegiado o diferenciado no justificado.

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos. José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 
1a. CXXVII/2013 (10a.), Registro: 2003647.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. REQUISITO DE PROPORCIONALIDAD EN EL TEST DE INTERÉS 
PÚBLICO SOBRE LA INFORMACIÓN PRIVADA DE LAS PERSONAS.*

Para poder decidir si este tipo de información es de interés público, se requiere corroborar si la invasión a 

la intimidad ocasionada por su divulgación es proporcional. Este segundo componente del test de interés 

público persigue descartar aquellos casos en los que, existiendo una conexión patente entre la infor­

mación difundida y un tema de interés público, la intensidad de la intromisión no guarda una razonable 

correspondencia con la importancia de la información de interés público. Ahora bien, para determinar la 

intensidad de la invasión se deberá atender a factores relacionados con la persona afectada y la infor­

mación divulgada. En el primer caso, deben examinarse, entre otros aspectos, si la persona afectada es un 

servidor público o un particular con proyección pública, así como la circunstancia de si trató de evitar o 

fomentó su exposición pública en relación con ese tema. En el segundo caso, resultan relevantes, entre 

otras cosas, el hecho de que la información íntima se hiciera del conocimiento público antes o después de 

la publicación por la que se pretende atribuir responsabilidad y si existía una expectativa de confiden­

cialidad sobre la información divulgada. Cabe aclarar que el examen de proporcionalidad en casos de 

conflicto entre libertad de información y vida privada no se corresponde con el test en tres gradas (idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad en estricto sentido) que se utiliza frecuentemente para analizar las interven­

ciones en derechos fundamentales.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 
1a. CXXXV/2013 (10a.), Registro: 2003646.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. REQUISITO DE CONEXIÓN PATENTE EN EL TEST DE INTERÉS 
PÚBLICO SOBRE LA INFORMACIÓN PRIVADA DE LAS PERSONAS.*

Para decidir si este tipo de información es de interés público se requiere corroborar la presencia de una 

conexión patente entre ésta y un tema o información de interés público. Este componente del test de 

interés público tiene como función descartar aquellos casos en los que la información privada es com­

pletamente irrelevante. La idea que está detrás de esta indagación es el hecho de que los periodistas 

tienen amplio margen de apreciación sobre estas cuestiones, de manera que es suficiente constatar que 

existe una conexión más o menos evidente entre la información divulgada y el tema o la información de 

interés público. En este sentido, esta grada del test es incompatible con un escrutinio estricto de la actua­

ción del periodista donde se establezca la "pertinencia", "conveniencia" o "necesidad" de la información 

privada difundida.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 560, Tesis: 
1a. CXXXIV/2013 (10a.), Registro: 2003645.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MARGEN DE APRECIACIÓN DE LOS PERIODISTAS EN LA 
DETERMINACIÓN DEL INTERÉS PÚBLICO DE LA INFORMACIÓN SOBRE LA VIDA PRI­
VADA DE LAS PERSONAS.*

Los medios de comunicación deben poder decidir con criterios periodísticos la manera en la que presen­

tan una información o cubren una noticia y contar con un margen de apreciación que les permita, entre 

otras cosas, evaluar si la divulgación de información sobre la vida privada de una persona está justificada 

al estar en conexión evidente con un tema de interés público. No corresponde a los jueces en general, ni a 

esta Suprema Corte en particular, llevar a cabo el escrutinio de la prensa al punto de establecer en casos 

concretos si una determinada pieza de información es conveniente, indispensable o necesaria para cier­

tos fines. Los tribunales no deben erigirse en editores y decidir sobre aspectos netamente periodísticos, 

como lo sería la cuestión de si ciertos detalles de una historia son necesarios o si la información pudo 

trasladarse a la opinión pública de una manera menos sensacionalista, en virtud de que permitir a los 

tribunales un escrutinio muy estricto o intenso de estas decisiones supondría la implementación de una 

restricción indirecta a la libertad de expresión. No obstante, tampoco puede aceptarse que los medios de 

comunicación se inmiscuyan indiscriminadamente en la vida privada de las personas so pretexto de reali­

zar un trabajo periodístico. De acuerdo con lo anterior, la publicación de información verdadera sobre la 

vida privada de una persona sólo estará amparada por la libertad de información cuando el periodista, 

actuando dentro de ese margen de apreciación, establezca una conexión patente entre la información 

divulgada y un tema de interés público y exista proporcionalidad entre la invasión a la intimidad producida 

por la divulgación de la información y el interés público de dicha información. Dicha solución constituye 

una posición deferente con el trabajo de periodistas y editores que tiene como finalidad evitar una excesiva 

interferencia en el ejercicio de la libertad de expresión mientras se protege la vida privada de las personas 

de intromisiones innecesarias.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 559, Tesis: 
1a. CLIV/2013, Registro: 2003644.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. "MALICIA EFECTIVA" COMO PRESUPUESTO INDISPENSABLE 
PARA LA IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD CIVIL POR EXPRESIONES NO PROTEGIDAS 
POR AQUEL DERECHO.*

La "malicia efectiva" es el criterio subjetivo de imputación que esta Suprema Corte ha adoptado para 

resolver los casos de responsabilidad civil por ejercicio de la libertad de expresión. Esto significa que 

para poder condenar civilmente a una persona en este tipo de asuntos, debe verificarse la existencia de 

todos los elementos que tienen que estar presentes en cualquier esquema de responsabilidad civil extra­

contractual que no sea de naturaleza objetiva: (i) la ilicitud de la conducta (vulneración del derecho a la 

vida privada); (ii) el criterio subjetivo de imputación (dolo o negligencia); (iii) la existencia de un daño 

(afectación al patrimonio moral de la persona); y (iv) una relación de causalidad entre la conducta ilícita y 

el resultado dañoso. Así, con independencia de que el artículo 36 de la Ley de Responsabilidad Civil 

para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no 

contemple entre sus fracciones a la "malicia efectiva", es evidente que la actualización del criterio subjetivo 

de imputación, ya sea dolo o negligencia (dependiendo de quién sea la persona afectada y el derecho que 

esté en juego), es un presupuesto indispensable para poder adscribir responsabilidad civil a una persona 

por la emisión de una expresión no cubierta por la libertad de información.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 558, Tesis: 
1a. CXXXVIII/2013 (10a.), Registro: 2003643.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA DIFUSIÓN DE INFORMACIÓN SOBRE LA VIDA PRIVADA DE 
LAS PERSONAS PUEDE AMPARARSE POR ESTE DERECHO SI SE JUSTIFICA SU INTERÉS 
PÚBLICO.*

El criterio de interés público debe fundarse en la información que el público considera relevante para la 

vida comunitaria, es decir, aquella que versa sobre hechos que puedan encerrar trascendencia pública y 

que sean necesarios para que sea real la participación de los ciudadanos en la vida colectiva. En este 

sentido, no puede pasar inadvertido que las personas sienten curiosidad por aspectos íntimos de otras 

personas, por lo que el interés público no puede estar conformado por todo aquello que la sociedad con­

sidera de interés en un sentido amplio. Una información se vuelve de interés público cuando miembros de 

la comunidad pueden justificar razonablemente un interés en su conocimiento y difusión. En principio, 

puede decirse que el discurso político es el que está más directamente relacionado con la dimensión 

social y las funciones institucionales que debe cumplir la libertad de expresión en un contexto democrático. 

Desde luego, lo anterior no quiere decir que sólo el discurso político esté amparado por la libertad de 

información, ya que la libertad de expresión no está confinada al ámbito de los hechos u opiniones sobre 

asuntos públicos o a comentar la situación de las personas que voluntariamente han buscado la luz 

pública.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 553, Tesis: 
1a. CXXXII/2013 (10a.), Registro: 2003636.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA AFECTACIÓN AL DERECHO A LA INTIMIDAD NO PUEDE 
JUSTIFICARSE EN LA VERACIDAD DE LA INFORMACIÓN.*

La relevancia de la veracidad de la información difundida varía radicalmente si lo que se contrapone al 

derecho a la información es el derecho al honor o el relativo a la intimidad. La veracidad es una exigencia 

más débil que la verdad, en la medida en que únicamente comporta un estándar de diligencia en la corro­

boración de la verdad de la información divulgada. Ahora bien, mientras la veracidad en la información 

constituye una causa de justificación respecto de las intromisiones en el derecho al honor, ello no ocurre 

en los casos de conflicto entre libertad de información y derecho a la intimidad por una razón de naturaleza 

conceptual: la información difundida debe ser verdadera para que afecte la intimidad, es decir, la verdad 

de la información es un presupuesto de cualquier vulneración a la intimidad. De acuerdo con lo anterior, 

la legitimidad de una invasión a la intimidad no podrá justificarse en la veracidad de la información.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 553, Tesis: 
1a. CXXXI/2013 (10a.), Registro: 2003635.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA NEGLIGENCIA INEXCUSABLE DE LOS 
PERIODISTAS EN LA LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERE­
CHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL.*

La exigencia del artículo 32 del ordenamiento en cuestión de demostrar la negligencia inexcusable del 

demandado debe entenderse dentro del contexto del concepto de "culpa", al constituir una conducta de­

rivada de la falta de cuidado para verificar si la información difundida infringía o no un derecho de la per­

sonalidad. En el caso de la prensa, el criterio subjetivo de imputación hace referencia a la diligencia 

exigible en el desempeño de la actividad periodística. Ahora bien, es importante destacar que el legislador 

tomó la decisión de imponer un estándar muy exigente para poder atribuir responsabilidad civil a un profe­

sional del periodismo como una estrategia para evitar las restricciones indirectas a la libertad de expresión. 

Al requerir que se trate de una negligencia inexcusable del demandado, el legislador pretendió que no 

cualquier clase de negligencia en el ejercicio de la libertad de expresión pudiera servir para justificar una 

condena por daño moral. La falta de cuidado tiene que ser de tal magnitud que se considere inexcusable. 

En consecuencia, si un periodista que difunde información íntima de una persona que considera de interés 

público instrumentó diversas medidas de diligencia para evitar que esa información pudiera vincularse con 

la persona, es indudable que dicho periodista no incurrió en negligencia inexcusable en la difusión de esa 

información. Si bien es posible que esas medidas eventualmente no sean totalmente eficaces, entre otras 

razones porque el periodista no controla todos los factores que pueden llegar a conducir a la identificación 

de la persona a la que se refiere la información, no debe atribuirse responsabilidad al periodista porque el 

estándar exige que su negligencia sea de una magnitud muy considerable.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 552, Tesis: 
1a. CXXXVII/2013, Registro: 2003634.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA "MALICIA EFECTIVA" EN LA LEY DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL 
HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL.*

La "malicia efectiva" es el criterio subjetivo de imputación que se ha adoptado en el derecho mexicano para 

atribuir responsabilidad en casos de conflicto entre la libertad de expresión y los derechos de la perso­

nalidad. No obstante, el principal problema es que la "malicia efectiva" surgió para aplicarse en casos 

donde se alegaban vulneraciones al derecho al honor. En esta línea, las disposiciones sobre la "malicia 

efectiva" contempladas en la ley citada sólo se aplican en su literalidad a las intromisiones en el honor, por 

lo que la irrelevancia de la veracidad de la información en casos donde se alega la intromisión en la vida 

privada de una persona hace que la "malicia efectiva" como criterio subjetivo de imputación deba sufrir 

alguna modulación, que se traduce en dejar de considerar en todos los casos de posibles afectados 

(funcionarios públicos, personas con proyección pública y particulares) los elementos del estándar que 

presuponen la falta de veracidad. En este sentido, esta Primera Sala entiende que en supuestos donde esté 

en juego el derecho a la vida privada de funcionarios públicos sólo debe exigirse que la información se 

haya difundido con la única intención de dañar, como lo establece la fracción III del artículo 30 de la ley 

citada; y en el caso de los particulares con proyección pública y particulares sin esa proyección, la "malicia 

efectiva" se reduce a la hipótesis de que la información se haya difundido con negligencia inexcusable, 

supuesto establecido en el artículo 32 del citado ordenamiento.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 551, Tesis: 
1a. CLVI/2013 (10a.), Registro: 2003633.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERÉS PÚBLICO DE LA INFORMACIÓN RELACIONADA CON 
LA PROCURACIÓN E IMPARTICIÓN DE JUSTICIA.*

Si se parte de la premisa de que los hechos delictivos repercuten de manera negativa en la sociedad, es 

innegable que las investigaciones periodísticas encaminadas a su esclarecimiento y difusión están 

dotadas de un amplio interés público. La comisión de los delitos, así como su investigación y los proce­

dimientos judiciales correspondientes, son eventos de la incumbencia del público y, consecuentemente, 

la prensa está legitimada para realizar una cobertura noticiosa de esos acontecimientos. Dicha cobertura 

no sólo tiene el valor de una denuncia pública o de una contribución al escrutinio de la actuación de las 

autoridades encargadas de investigar y sancionar esos delitos, sino que ayuda a comprender las razo­

nes por las cuales las personas los cometen, además de que esa información también sirve para conocer 

las circunstancias que concurren para que tenga lugar el fenómeno delictivo.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 551, Tesis: 
1a. CLX/2013 (10a.), Registro: 2003632.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ELEMENTOS DEL TEST DE INTERÉS PÚBLICO SOBRE LA INFOR­
MACIÓN PRIVADA DE LAS PERSONAS.*

Para decidir si determinada información privada es de interés público en ejercicio del derecho a la libertad 

de expresión, se requiere corroborar, en un test, la presencia de dos elementos: (i) una conexión patente 

entre la información privada y un tema de interés público; y, (ii) la proporcionalidad entre la invasión a la 

intimidad ocasionada por la divulgación de la información privada y el interés público de la información.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 550, Tesis: 
1a. CXXXIII/2013 (10a.), Registro: 2003631.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL INTERÉS PÚBLICO CONSTITUYE UNA CAUSA DE JUSTIFI­
CACIÓN PARA DIFUNDIR INFORMACIÓN PRIVADA.*

Sostener que la divulgación de cualquier información veraz está amparada por la libertad de expresión 

equivaldría a hacer nugatorio el derecho a la intimidad, toda vez que en la medida en la que los hechos en 

cuestión fueran verdaderos los medios de comunicación estarían en libertad de publicarlos. En este sentido, 

el interés público es la causa de justificación más relevante en los casos donde entran en conflicto libertad 

de información y derecho a la intimidad. Así, la identificación de un interés público en la difusión de 

información íntima actualizará una causa de justificación al estar en presencia del ejercicio legítimo de la 

libertad de información.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 549, Tesis: 
1a. CLV/2013 (10a.), Registro: 2003628.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DISMINUCIÓN EN LA INTENSIDAD DE LA VIOLACIÓN A LA 
INTIMIDAD CUANDO LA INFORMACIÓN DIFUNDIDA ES DE DOMINIO PÚBLICO.*

Si bien la difusión de información íntima no elimina el carácter privado de ésta, sí puede decirse al menos 

que el hecho de que la información privada haya sido difundida previamente es un factor que disminuye la 

intensidad de la violación a la intimidad que comportan las difusiones ulteriores. Si el hecho en cuestión 

ha sido ampliamente difundido por terceros o la propia persona lo hizo visible al ojo público, las difusiones 

subsecuentes constituyen invasiones a la intimidad de una menor intensidad. En consecuencia, este 

aspecto debe tomarse en cuenta cuando se pretenda atribuir responsabilidad a una persona que única­

mente dio mayor publicidad a información que ya había sido divulgada. Así, cuando la información pri­

vada se hizo del conocimiento público con anterioridad a la intromisión a la vida privada o la intromisión 

en la intimidad es muy leve por alguna otra razón, debe privilegiarse la publicación de dicha informa­

ción aun cuando su utilidad social sea mínima.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 546, Tesis: 
1a. CXXXVI/2013 (10a.), Registro: 2003624.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ACTUALIZACIÓN, CARACTERÍSTICAS Y ALCANCES DE LOS 
DISCURSOS DEL ODIO.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los discursos del odio son 

aquellos que incitan a la violencia —física, verbal, psicológica, entre otras— contra los ciudadanos en 

general, o contra determinados grupos caracterizados por rasgos dominantes históricos, sociológicos, 

étnicos o religiosos. Tales discursos se caracterizan por expresar una concepción mediante la cual se tiene 

el deliberado ánimo de menospreciar y discriminar a personas o grupos por razón de cualquier condición 

o circunstancia personal, étnica o social. La problemática social en relación con los discursos del odio, 

radica en que mediante las expresiones de menosprecio e insulto que contienen, los mismos generan 

sentimientos sociales de hostilidad contra personas o grupos. Así, la diferencia entre las expresiones en 

las que se manifieste un rechazo hacia ciertas personas o grupos y los discursos del odio, consiste en que 

mientras las primeras pueden resultar contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, generando 

incluso molestia o inconformidad en torno a su contenido, su finalidad se agota en la simple fijación de 

una postura, mientras que los segundos se encuentran encaminados a un fin práctico, consistente en ge­

nerar un clima de hostilidad que a su vez puede concretarse en acciones de violencia en todas sus 

manifestaciones. En consecuencia, los discursos del odio van más allá de la mera expresión de una idea o 

una opinión y, por el contrario, resultan una acción expresiva finalista que genera un clima de discrimi­

nación y violencia hacia las víctimas entre el público receptor, creando espacios de impunidad para las 

conductas violentas.

Amparo directo en revisión 2806/2012. 6 de marzo de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío 
Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su derecho a formular voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 545, Tesis: 
1a. CL/2013 (10a.), Registro: 2003623.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EXPRESIONES QUE SE ENCUENTRAN 

PROTEGIDAS CONSTITUCIONALMENTE.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe una presunción general 

de cobertura constitucional de todo discurso expresivo. Cuando las ideas expresadas tienen por objeto 

exteriorizar un sentir positivo o favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no habría una intro­

misión al derecho al honor de la persona sobre la cual se vierten las ideas u opiniones. Lo mismo puede 

decirse de aquellas ideas que, si bien críticas, juzguen a las personas mediante la utilización de términos 

cordiales, decorosos o simplemente bien recibidos por el destinatario. Lo anterior evidencia que no existe 

un conflicto interno o en abstracto entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, el estándar 

de constitucionalidad de las opiniones emitidas en ejercicio de la libertad de expresión es el de relevancia 

pública, el cual depende del interés general por la materia y por las personas que en ella intervienen, 

cuando las noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden en descrédito del afectado, pues 

en caso contrario ni siquiera existiría un conflicto entre derechos fundamentales, al no observarse una 

intromisión al derecho al honor. Es necesario matizar que si la noticia inexacta involucra a figuras par­

ticulares en cuestiones particulares no tiene aplicación la doctrina de la "real malicia", funcionado en su 

reemplazo los principios generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la misma forma cuando 

se trate de personas con proyección pública pero en aspectos concernientes a su vida privada. Ahora bien, 

la relación entre la libertad de expresión y los derechos de la personalidad, como el honor, se complica 

cuando la primera se ejerce para criticar a una persona, de forma tal que ésta se sienta agraviada. La com­

plejidad radica en que el Estado no puede privilegiar un determinado criterio de decencia, estética o 

decoro respecto a las expresiones que podrían ser bien recibidas, ya que no existen parámetros unifor­

memente aceptados que puedan delimitar el contenido de estas categorías, por lo cual constituyen limi­

taciones demasiado vagas de la libertad de expresión como para ser constitucionalmente admisibles. 

De hecho, el debate en temas de interés público debe ser desinhibido, robusto y abierto, pudiendo incluir 

ataques vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre personajes públicos o, en general, 

ideas que puedan ser recibidas desfavorablemente por sus destinatarios y la opinión pública, de modo que 

no sólo se encuentran protegidas las ideas que son recibidas favorablemente o las que son vistas como 

inofensivas o indiferentes. Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, sin la cual 

no existe una verdadera democracia.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, Primera Sala, p. 540, Tesis: 
1a./J. 32/2013 (10a.), Registro: 2003304.
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Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho a formular voto particular; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González.

Amparo directo 25/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 

Amparo directo 26/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero 
Contreras. 

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
también reservó su derecho a formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 32/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
veintisiete de febrero de dos mil trece.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y 

DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.*

Para el análisis de los límites a la libertad de expresión, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

adoptado el denominado "sistema dual de protección", según el cual los límites de crítica son más amplios 

cuando ésta se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan 

en una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus actividades y manifes­

taciones que aquellos particulares sin proyección pública alguna, pues en un sistema inspirado en los 

valores democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo cargo de relevancia pública. Sobre 

este tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos precisó, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa 

Rica y Kimel vs. Argentina, que el acento de este umbral diferente de protección no se asienta en la calidad 

del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de una 

persona determinada. Esta aclaración es fundamental en tanto que las personas no estarán sometidas a 

un mayor escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad durante todas sus vidas, sino que dicho 

umbral de tolerancia deberá ser mayor solamente mientras realicen funciones públicas o estén involu­

cradas en temas de relevancia pública. Esto no significa que la proyección pública de las personas las 

prive de su derecho al honor, sino simplemente que el nivel de intromisión admisible será mayor, aunque 

dichas intromisiones deben estar relacionadas con aquellos asuntos que sean de relevancia pública. 

La principal consecuencia del sistema de protección dual es la doctrina conocida como "real malicia" o 

"malicia efectiva", misma que ha sido incorporada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta doctrina se 

traduce en la imposición de sanciones civiles, exclusivamente en aquellos casos en que exista información 

falsa (en caso del derecho a la información) o que haya sido producida con "real malicia" (aplicable tanto 

al derecho a la información como a la libertad de expresión). El estándar de "real malicia" requiere, para la 

existencia de una condena por daño moral por la emisión de opiniones, ideas o juicios, que hayan sido expre­

sados con la intención de dañar, para lo cual, la nota publicada y su contexto constituyen las pruebas 

idóneas para acreditar dicha intención. En este sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación observa que, dependiendo de su gravedad y de la calidad del sujeto pasivo, las intromisio­

nes al derecho al honor pueden ser sancionadas con: (i) sanciones penales, en supuestos muy limita­

dos referentes principalmente a intromisiones graves contra particulares; (ii) con sanciones civiles, para 

intromisiones graves en casos de personajes públicos e intromisiones medias contra particulares; y 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, Primera Sala, p. 538, Tesis: 
1a./J. 38/2013 (10a.), Registro: 2003303.
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(iii) mediante el uso del derecho de réplica o respuesta, cuyo reconocimiento se encuentra tanto en el 

texto constitucional como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para intromisiones no 

graves contra personajes públicos e intromisiones leves contra personas privadas.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho a formular voto particular; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 25/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 

Amparo directo 26/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
también reservó su derecho a formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 38/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
trece de marzo de dos mil trece.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RECONOCE EL DERECHO AL 
INSULTO.*

Si bien es cierto que cualquier individuo que participe en un debate público de interés general debe 

abstenerse de exceder ciertos límites, como el respeto a la reputación y a los derechos de terceros, 

también lo es que está permitido recurrir a cierta dosis de exageración, incluso de provocación, es decir, 

puede ser un tanto desmedido en sus declaraciones, y es precisamente en las expresiones que puedan 

ofender, chocar, perturbar, molestar, inquietar o disgustar donde la libertad de expresión resulta más valiosa. 

Así pues, no todas las críticas que supuestamente agravien a una persona, grupo, o incluso a la sociedad 

o al Estado pueden ser descalificadas y objeto de responsabilidad legal, aunque el uso de la libertad de 

expresión para criticar o atacar mediante el empleo de términos excesivamente fuertes y sin articular una 

opinión, puede conllevar una sanción que no resultaría violatoria de la libertad de expresión. En este sentido, 

es importante enfatizar que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no reconoce un 

derecho al insulto o a la injuria gratuita, sin embargo, tampoco veda expresiones inusuales, alternativas, 

indecentes, escandalosas, excéntricas o simplemente contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, aun 

cuando se expresen acompañadas de expresiones no verbales, sino simbólicas. Consecuentemente, 

el derecho al honor prevalece cuando la libertad de expresión utiliza frases y expresiones que están exclui­

das de protección constitucional, es decir, cuando sean absolutamente vejatorias, entendiendo como tales 

las que sean: a) ofensivas u oprobiosas, según el contexto; y, b) impertinentes para expresar opiniones o 

informaciones, según tengan o no relación con lo manifestado. Respecto del citado contexto, su importan­

cia estriba en que la situación política o social de un Estado y las circunstancias concurrentes a la publi­

cación de la nota pueden disminuir la significación ofensiva y aumentar el grado de tolerancia.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho a formular voto particular; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 25/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, Primera Sala, p. 537, Tesis: 
1a./J. 31/2013 (10a.), Registro: 2003302.
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Amparo directo 26/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
también reservó su derecho a formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 31/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 
veintisiete de febrero de dos mil trece.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. SE ACTUALIZA SU VIGENCIA EN 
LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES CUANDO SE ALEGUE UNA COLISIÓN ENTRE LOS 
MISMOS.*

Tomando en consideración que la naturaleza del derecho a la libertad de expresión consiste de forma 

primordial en la manifestación de ideas y, por otro lado, que la naturaleza del derecho al honor se refiere al 

concepto que una persona tiene sobre sí misma o que la sociedad se ha formado sobre ella, es que resulta 

claro no sólo que ambos derechos fundamentales pueden gozar de eficacia en las relaciones con otros 

particulares, sino que, adicionalmente, puede presentarse una colisión entre los mismos. En consecuencia, 

en aquellos asuntos en los cuales el conflicto primigenio se origine porque un particular alegue que se ha 

violentado su derecho al honor, y otro particular señale que las manifestaciones combatidas se ejercieron 

dentro de los límites de la libertad de expresión, se tratarán de forma indefectible de casos en los cuales 

se actualiza la eficacia horizontal de los derechos fundamentales en pugna, situación que conlleva una 

colisión entre los mismos, ante lo cual, el juzgador deberá proceder a un ejercicio de ponderación y 

análisis de éstos.

Amparo directo en revisión 931/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, Primera Sala, p. 888, 
Tesis: 1a. LXX/2013 (10a.), Registro: 2003078.
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CENSURA PREVIA. ESTÁ PROHIBIDA POR LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERE­
CHOS HUMANOS COMO RESTRICCIÓN A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA INFOR­
MACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, A MENOS DE QUE SE ACTUALICE LA EXCEPCIÓN 
CONTENIDA EN SU ARTÍCULO 13, NUMERAL 4.*

El artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece, entre otros, dos 

derechos funcionalmente esenciales en la estructura del Estado constitucional de derecho, que tienen una 

doble faceta: por un lado aseguran a las personas espacios esenciales para desplegar su autonomía indi­

vidual, que deben ser respetados y protegidos por el propio Estado y, por otro, gozan de una vertiente 

pública, colectiva o institucional que los convierte en piezas centrales para el adecuado funcionamiento 

de la democracia representativa. Es así que el derecho a la información, correlacionado con la libertad de 

expresión, son derechos fundamentales que gozan de una vertiente pública, colectiva o institucional, que 

los convierte en piezas básicas para el adecuado funcionamiento de la sociedad democrática; es decir, 

se trata de una libertad no sólo individual, sino que contiene una dimensión social y exige que se respete 

el derecho de los individuos no sólo a expresar el pensamiento propio, sino también, como miembros de un 

colectivo, a recibir información y conocer la expresión del pensamiento ajeno, lo que hace que revista la 

característica de ser de orden público y de interés social. No obstante, estos derechos no son absolutos, sino 

que admiten restricciones, las que, conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

deben responder a los fines previstos en su artículo 13, numeral 2, en el sentido de ser necesarias para 

asegurar "el respeto a los derechos o a la reputación de los demás" o "la protección de la seguridad nacional, 

el orden público o la salud o la moral públicas". En este contexto, la censura previa se concibe como una 

interferencia o presión directa o indirecta sobre cualquier expresión, opinión o información difundida 

a través de cualquier medio de comunicación, la cual, a nivel convencional, está prohibida, en tanto 

limita la circulación libre de ideas y opiniones, permite la imposición arbitraria de aquéllas y la creación 

de obstáculos al libre flujo informativo, de suerte que no se justifica su imposición, a menos de que se 

actualice la excepción contenida en el numeral 4 del citado precepto 13, la cual resulta permisible en el 

caso de espectáculos públicos, pero únicamente con el fin de regular el acceso a éstos para la protección 

moral de la infancia y la adolescencia, pues en todos los demás casos, cualquier medida preventiva que 

implique el menoscabo a la libertad de pensamiento y expresión no será admisible.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 128/2012. 14 noviembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra 
Susana Martínez López.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1329, Tesis: I.4o.A.13 K (10a.), Registro: 2002720.
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RESPONSABILIDAD POR EXPRESIONES QUE ATENTAN CONTRA EL HONOR DE SER­

VIDORES PÚBLICOS Y SIMILARES. DEMOSTRACIÓN DE SU CERTEZA EN EJERCICIO DE 

LOS DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.*

En la tesis aislada de rubro: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RES­

PONSABILIDAD POR INVASIONES AL HONOR DE FUNCIONARIOS U OTRAS PERSONAS CON RESPON­

SABILIDADES PÚBLICAS SÓLO PUEDE DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS ESTRICTAS QUE 

LAS QUE SE APLICAN EN EL CASO DE EXPRESIONES O INFORMACIONES REFERIDAS A CIUDADANOS 

PARTICULARES." (IUS 165763); la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expuso que 

quien se expresa debe siempre poder bloquear una imputación de responsabilidad ulterior probando que los 

hechos a los que se refiere son ciertos, pero que de manera complementaria no podía ser obligado a 

demostrar su certeza para evitar la responsabilidad cuando se le demanda, lo cual se denominó doble 

juego de la exceptio veritatis. De lo anterior deriva incertidumbre en saber cuándo se debe obligar al emisor 

de información acreditar la veracidad de ésta y cuando no, precisamente por tratarse de un doble juego. 

Por ende, en ejercicio del control de convencionalidad previsto en los artículos 1o. y 133 del Pacto Federal, 

se debe atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

y a su interpretación consignada en la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por 

la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada por la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000). Esto, pues de acuerdo al principio 

séptimo de dicha declaración se tiene que la información abarca incluso aquella que se denomina "errónea", 

"no oportuna" o "incompleta". Por ende, al igual que los juicios de valor, se estima innecesario exigir la 

comprobación de hechos concretos vertidos por el informador, porque sobre ellos pueden existir inter­

pretaciones distintas e implicar su censura casi automática, lo que anularía prácticamente todo el de­

bate político y el intercambio de ideas como método indudable para la búsqueda de la verdad y el 

fortalecimiento de sistemas democráticos. Máxime que no sería lícito invocar el derecho de la sociedad 

a estar informada verazmente para fundamentar un régimen de censura previa supuestamente desti­

nado a eliminar las informaciones que serían falsas a criterio del censor. Consecuentemente, es indis­

pensable tomar en consideración este criterio al aplicar el segundo párrafo del artículo 25 de la Ley de 

Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en 

el Distrito Federal.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2198, Tesis: I.7o.C.4 K (10a.), Registro: 2002640.
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado 
García. Secretaria: María Antonieta Castellanos Morales.

Nota: La tesis citada, aparece publicada con la clave o número de identificación 1a. CCXXI/2009 en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 283.
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"REPORTE FIEL" EN TRATÁNDOSE DE LOS DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD 
DE EXPRESIÓN.*

La fiel reproducción de información no da lugar a responsabilidad para el comunicador, ni para los demás 

sujetos que la difunden en pro del interés público, aun en los casos en que no sea correcta y pueda dañar 

el honor de algún servidor público e, incluso, el de una persona privada. Esto, pues en una sociedad demo­

crática el debate debe ser fluido y amplio y, por ende, la publicidad de la información proveída por terceros 

no debe verse restringida por la amenaza de responsabilidad al informador simplemente por transcribir lo 

manifestado por otro, al implicar una limitación innecesaria que impide el derecho de las personas a estar 

informadas. Lo anterior, deriva del principio décimo de la Declaración de Principios sobre Libertad de 

Expresión elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Ame­

ricanos (aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000), mediante 

la cual se interpretó el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que se aplica 

en ejercicio del control de convencionalidad a que refieren los dispositivos legales 1o. y 133 constitucio­

nales, en atención a que en los artículos 6o. y 7o. de nuestra Carta Magna, y en la Ley de Responsabilidad 

Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no 

existe disposición legal sobre ese tema.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado 
García. Secretaria: María Antonieta Castellanos Morales.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2184, Tesis: I.7o.C.6 K (10a.), Registro: 2002634.
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DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SU PROTECCIÓN 
INVOLUCRA LO REVELADO RESPECTO DE SERVIDORES PÚBLICOS A PARTIR DE RES­
PONSABILIDADES POSTERIORES AL DESEMPEÑO DE SU CARGO.*

La Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia 

Imagen en el Distrito Federal, no regula el lapso durante el cual es posible difundir información sobre un 

servidor público; por lo cual en ejercicio del control de convencionalidad previsto en los artículos 1o. y 133 

del Pacto Federal, se debe atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, y a su interpretación consignada en la Declaración de Principios sobre Libertad de 

Expresión elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Ameri­

canos (aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000). De ahí que 

conforme a los principios quinto y décimo primero de dicha declaración, la circunstancia de que se 

hubiera escrito, editado, impreso y distribuido información relativa al desempeño de un representante 

estatal de elección popular, a través de la venta de un libro publicado con posterioridad al término de su 

encargo; no implica que sólo por este último hecho, el nivel de protección a su honor se torne equivalente 

al de una persona privada. Por el contrario, como el ejercicio de los derechos de información y libertad de 

expresión no puede estar sujeto a previa censura, pues ello significaría aplicar normas sancionadoras a las 

manifestaciones molestas dirigidas a los funcionarios públicos (o "leyes de desacato"), incompatibles con 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos; es a partir de responsabilidades posteriores fijadas 

por la ley que se hace posible cuestionar su desempeño. En tal sentido, para el caso en comento, continúa 

limitado el derecho al honor del servidor público aun después de concluido su encargo, siendo condu­

centes los artículos 28 a 34 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida 

Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado 
García. Secretaria: María Antonieta Castellanos Morales.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2036, Tesis: I.7o.C.3 K (10a.), Registro: 2002503.
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DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ES ILEGAL EXIGIR AL 
INFORMADOR REVELAR SUS FUENTES.*

En atención a que de los artículos 6o. y 7o. de nuestra Carta Magna, y de la Ley de Responsabilidad Civil 

para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no 

deriva regulación alguna en relación al trato legal en tratándose de las fuentes de información de quienes 

ejercen los derechos humanos a la información y a la libertad de expresión; es necesario tomar en con­

sideración lo que previene el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y su 

interpretación consignada en la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por la 

Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada por la Comi­

sión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000), aplicando el control de convencionalidad 

a que refieren los dispositivos legales 1o. y 133 constitucionales. Ello para concluir que en términos del 

principio octavo de la mencionada declaración, los periodistas y las demás personas que obtienen infor­

mación de fuentes confidenciales con miras a difundirla en pro del interés público en una sociedad de­

mocrática; tienen derecho a no revelar la identidad de aquéllas al haberla recibido en confianza o como 

parte de su labor de investigación. Lo anterior, porque se trata de dar garantías jurídicas que aseguren su 

anonimato y evitar las posibles represalias que puedan derivar en lo subsecuente.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado 
García. Secretaria: María Antonieta Castellanos Morales.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2035, Tesis: I.7o.C.5 K (10a.), Registro: 2002502.
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. LAS MEDIDAS CAUTELARES QUE RES­
TRINGEN SU EJERCICIO CONSTITUYEN ACTOS DE CENSURA PREVIA.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que en ocasiones la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o los tratados internacionales incluyen normas 

específicas sobre límites a los derechos fundamentales que estructuralmente son reglas y no principios, 

las cuales dictan con precisión el tipo de conclusión jurídica que se sigue en una determinada hipótesis, 

supuesto en el que se encuentra la prohibición de la censura previa contenida en el primer párrafo del 

artículo 7o., de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 13 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos. De lo anterior se desprende que esta prohibición específica hace innecesario 

desarrollar una operación analítica para determinar cuándo la limitación a un derecho está o no justi­

ficada, de modo que en la medida en que la norma analizada pueda calificarse de censura previa, será 

obligado concluir que es inconstitucional. Esta prohibición de censura previa obliga a todas las autori­

dades estatales a abstenerse de toda forma de acción u omisión encaminada a impedir, dificultar o impo­

sibilitar de forma directa o indirecta, mediata o inmediata, la publicación y circulación de la información 

impresa. Los jueces sólo pueden determinar medidas de reparación ante eventuales hechos cometidos en 

abuso de las libertades de información y expresión mediante sentencias definitivas, es decir, imponiendo 

responsabilidades ulteriores a la comisión de los hechos. Consecuentemente, la orden judicial —ya sea 

como medida cautelar o en cualquier otra forma— consistente en prohibir a una persona hacer uso de 

dichas libertades hacia el futuro, constituye un acto de autoridad abierta y flagrantemente violatorio de los 

artículos 6o. y 7o. constitucionales, así como de los artículos 13 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Lo anterior se debe a 

que es hasta el momento en que se actualiza el ejercicio de las libertades de expresión e información —me­

diante la divulgación de la información—, cuando se podría llegar a afectar derechos de terceros y nunca 

con anterioridad a la circulación de lo expresado.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 512, 
Tesis: 1a. CLXXXVII/2012 (10a.), Registro: 2001680.



Lib
er

ta
d d

e e
xp

re
sió

n e
 in

fo
rm

ac
ión

215

LIBERTAD DE INFORMACIÓN. REQUISITOS QUE DEBE CUMPLIR SU EJERCICIO.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la información debe 

cumplir con dos requisitos internos: la veracidad y la imparcialidad, cuya comprensión debe actualizarse 

y aplicarse de conformidad con la doctrina que la Primera Sala ha ido desarrollando en sus sentencias 

recientes. La evolución de la doctrina de este alto tribunal respecto a la libertad de información nos permite 

atender, en casos de interés público y sobre figuras públicas, a la principal consecuencia del sistema 

de protección dual, es decir, al estándar de la real malicia. Esta doctrina se traduce en la imposición de 

sanciones civiles en supuestos muy específicos: (i) respecto a servidores públicos, cuando se difunda 

información falsa —a sabiendas de su falsedad y con total despreocupación sobre si era o no falsa— y con 

la clara intención de dañar; y (ii) por lo que hace a personas privadas con proyección pública, cuando se 

difunda información a sabiendas de su falsedad. Es relevante matizar que si la noticia inexacta involucra 

a figuras particulares en cuestiones también particulares, no tiene aplicación la doctrina de la "real 

malicia", funcionando en su reemplazo los principios generales sobre responsabilidad civil. Lo mismo 

ocurre si se trata de personas con proyección pública pero en aspectos concernientes a su vida privada 

que carezcan de relación con el interés público. En cuanto al alcance de esta doctrina en materia pro­

batoria para aquellos casos en que se analice la eventual responsabilidad de una persona por un supuesto 

exceso en el ejercicio de su libertad de información, se reitera la doctrina de esta Primera Sala sobre el 

doble juego de la exceptio veritatis, en cuanto a que su acreditación impide cualquier intento de fincar 

responsabilidad al autor de la nota periodística, así como en cuanto a que tampoco se requiere dicha 

acreditación como requisito sine qua non para evitar una condena.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 512, 
Tesis: 1a. CCXXIII/2012 (10a.), Registro: 2001677.
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. PARA SU EJERCICIO BASTA SUSTENTAR LOS CONTENIDOS 
PUBLICADOS EN RESOLUCIONES EMITIDAS POR AUTORIDADES, SIN QUE SEA NECE­
SARIO QUE AQUÉLLAS SE ENCUENTREN FIRMES.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido en su jurisprudencia 

constante que los reportajes y las notas periodísticas destinados a influir en la formación de la opinión 

pública deben cumplir con un cierto estándar de diligencia en la comprobación del estatus de los hechos 

acerca de los cuales informan. En ese sentido, entre las fuentes que pueden sustentar el contenido del 

ejercicio a la libertad de información, resultan idóneas las resoluciones emitidas por autoridades estatales 

—como pueden ser las investigaciones que llevan a cabo la Auditoría Superior de la Federación y la Se­

cretaría de la Función Pública—, sin importar el estado procesal en que se encuentren las investigaciones 

de las cuales emanen. Así, la exigencia de que sólo resoluciones firmes, que hayan causado estado, 

puedan ser utilizadas como fuentes para un artículo o reportaje, resulta contraria a los artículos 6o. y 7o. 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior se debe a que una exigencia tan 

rigurosa equivaldría a la aniquilación del periodismo investigativo, al exigirles a los periodistas que cum­

plan con el mismo estándar exigido a los juzgadores. En la misma línea, basta con que los datos expuestos 

en una nota informativa se hubiesen fundamentado en investigaciones abiertas o en resoluciones —aun 

cuando no hayan alcanzado el carácter de cosa juzgada—, para alcanzar dicha protección constitucional, 

sin que el resultado de una investigación pueda servir para cuestionar, retroactivamente, la veracidad de 

una nota periodística.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 511, 
Tesis: 1a. CLXXXVI/2012 (10a.), Registro: 2001676.
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. EL ESTÁNDAR DE CONSTITUCIONALIDAD DE SU EJERCICIO 
ES EL DE RELEVANCIA PÚBLICA (LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN 
DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO 
FEDERAL).*

De la interpretación integral de los artículos 7, 25 y 28 a 34, de la Ley de Responsabilidad Civil para la 

Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, se desprende 

que el estándar de constitucionalidad del resultado del ejercicio de la libertad de información es el de re­

levancia pública, el cual depende de dos elementos: (i) el interés general por la materia y por las personas 

que en ella intervienen; y (ii) el contenido de la información en sí mismo, según la doctrina de la malicia 

efectiva, lo cual cobra importancia cuando las noticias comunicadas redundan en descrédito del afectado, 

pues en caso contrario, ni siquiera existiría un conflicto entre derechos fundamentales al no observarse 

una intromisión al derecho al honor. La distinción entre figuras públicas y personas privadas sin proyec­

ción pública, debe entenderse dentro del "sistema dual de protección", mientras que la calificación de un 

tema como de "interés general", debe valorarse en cada caso concreto.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 510, 
Tesis: 1a. CLXXXV/2012 (10a.), Registro: 2001675.
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LIBERTAD DE IMPRENTA. SU MATERIALIZACIÓN EN SENTIDO AMPLIO EN DIVERSAS 
FORMAS VISUALES, ES UNA MODALIDAD DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN ENCAMINADA 
A GARANTIZAR SU DIFUSIÓN.*

Tradicionalmente se ha entendido al derecho fundamental contenido en el artículo 7o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su sentido literal, como relativo a la industria editorial, tipo­

gráfica o a través de la impresión de documentos; sin embargo, lo cierto es que atendiendo al dinamismo 

de las formas de comunicación actuales, al empleo de las nuevas tecnologías, forma de difusión de éstas 

y acceso a la sociedad, debe entenderse a la libertad de imprenta en un sentido amplio y de carácter 

funcional, adscribiéndose no sólo la impresión tradicional en papel, sino incluso de modo electrónico, a 

través de medios de almacenamiento o vía satelital, que puedan hacerse del conocimiento del público en 

general, como las diversas formas audio/visuales —como lo es el cine y video— a través de las cuales 

puede desarrollarse la función que se pretende con la libertad de imprenta. Así, del contenido armónico de 

los artículos 6o. y 7o. constitucionales, se puede sostener que la libertad de imprenta es una modalidad 

de la libertad de expresión, encaminada a garantizar su difusión. Tales derechos se encuentran íntimamente 

vinculados, ya que mientras el primero de los artículos mencionados establece el derecho fundamental a 

la manifestación de las ideas, el segundo atiende a su difusión, que puede ser de carácter cultural a través 

de una manifestación artística. La libertad de imprenta protege el derecho fundamental a difundir la libre 

expresión de las ideas, de cualquier materia, previéndose de manera destacada la inviolabilidad de este 

derecho, y que ninguna ley ni autoridad podrán establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores 

o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, lo que constituye una de sus características esenciales, ya 

que si la difusión, como forma de transmitir las ideas e información, materia de la libertad de expresión, 

fuera a condición de su previa aprobación, autorización, restricción o bajo condiciones, tal derecho fun­

damental se vería coartado de manera radical, afectando a los titulares de ese derecho en el ámbito de 

manifestar, difundir y recibir con plenitud la información, tanto de interés general, como la que es única­

mente de interés particular.

Amparo directo 11/2011. 2 de mayo de 2012. Mayoría de tres votos. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés 
Barreiro.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 509, 
Tesis: 1a. CCIX/2012 (10a.), Registro: 2001674.
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. CONCEPTO DE FIGURA PÚBLICA PARA 
EFECTOS DE LA APLICACIÓN DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL.*

De conformidad con el "sistema de protección dual", los sujetos involucrados en notas periodísticas 

pueden tener, en términos generales, dos naturalezas distintas: pueden ser personas o figuras públicas o 

personas privadas sin proyección pública. Lo anterior permitirá determinar si una persona está obligada 

o no a tolerar un mayor grado de intromisión en su derecho al honor que lo que están el resto de las 

personas privadas, así como a precisar el elemento a ser considerado para la configuración de una posible 

ilicitud en la conducta impugnada. Al respecto, es importante recordar que, como esta Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis aislada 1a. XXIII/2011 (10a.), cuyo rubro 

es: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ES­

TÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.", el acento de este umbral diferente de protección no se deduce de la 

calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de 

una persona determinada. En este sentid o, existen, al menos, tres especies dentro del género "personas  

o personajes públicos" o "figuras públicas", siendo este último término el más difundido en la doctrina y 

jurisprudencia comparadas. La primera especie es la de los servidores públicos. La segunda comprende  

a personas privadas que tengan proyección pública, situación que también resulta aplicable a las perso­

nas morales en el entendido de que su derecho al honor sólo incluye la vertiente objetiva de dicho derecho, 

es decir, su reputación. La proyección pública de una persona privada se debe, entre otros factores, a su 

incidencia en la sociedad por su actividad política, profesión, trascendencia económica o relación social, 

así como a la relación con algún suceso importante para la sociedad. Finalmente, los medios de comuni­

cación constituyen una tercera especie —ad hoc— de personas públicas, tal y como se desprende de la 

tesis aislada 1a. XXVIII/2011 (10a.), cuyo rubro es: "MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERACIÓN 

COMO FIGURAS PÚBLICAS A EFECTOS DEL ANÁLISIS DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.", 

emitida por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Nota: Las tesis aisladas 1a. XXIII/2011 (10a.) y 1a. XXVIII/2011 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, páginas 2911 y 2914, 
respectivamente.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 1, agosto de 2012, Primera Sala, p. 489, Tesis: 
1a. CLXXIII/2012 (10a.), Registro: 2001370.
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DAÑO MORAL. PLAZO PARA LA PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES EJERCIDAS PARA EXIGIR 
RESPONSABILIDAD POR PUBLICACIONES REALIZADAS EN LA INTERNET (LEY DE RESPON­
SABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR 
Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL).*

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del De­

recho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, las acciones para exigir la 

reparación del daño causado por el ejercicio de las libertades de expresión e información prescriben en 

dos años, contados a partir de la realización del hecho que se presume ilícito. En este sentido, una publi­

cación en la internet constituye un acto de ejecución instantánea, naturaleza que no se ve afectada por su 

subsistencia y accesibilidad en dicho medio, de modo que el inicio del cómputo del plazo de prescripción 

comenzará a correr a partir de la fecha de su publicación. Así, la subsistencia y accesibilidad de una pu­

blicación en la internet no tienen incidencia alguna en relación con el cómputo del plazo para efectos de 

la prescripción de la acción, lo que no quiere decir que dichos hechos carezcan de toda relevancia jurídica 

pues, de admitirse la acción respecto de dicho acto, su publicidad y difusión serían elementos que de­

bieran considerarse ante un eventual pronunciamiento respecto del fondo y las medidas de reparación que 

pudieren llegar a dictarse en una sentencia. Sostener lo contrario, implicaría que el inicio del plazo de 

prescripción de la acción por daño moral permaneciese suspendido durante todo el tiempo que un artículo, 

comentario, imagen u otro acto de naturaleza análoga, se encontrase disponible en la internet, lo que en 

estos tiempos equivaldría a hacer nugatorio el plazo de prescripción.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 1, agosto de 2012, Primera Sala, p. 480, Tesis: 
1a. CLXXI/2012 (10a.), Registro: 2001285.
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DAÑO MORAL. MARCO NORMATIVO APLICABLE EN EL DISTRITO FEDERAL.*

En el Distrito Federal se prevé la existencia de dos regímenes normativos distintos para regular la res­

ponsabilidad civil por afectaciones al patrimonio moral: si la acción para reclamar la reparación del daño 

tiene como origen el ejercicio presuntamente abusivo de las libertades de expresión e información, el 

marco normativo aplicable es el previsto en la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 

a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal; si, por el contrario, la acción tiene su 

origen en un hecho o acto jurídico distinto, entonces el marco normativo aplicable es el previsto en el 

artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal. Así pues, el primero de los regímenes antes descritos 

ha derogado al previsto en el Código Civil en materia de afectaciones al patrimonio moral derivadas del 

ejercicio de las libertades de expresión e información, según se desprende de la redacción del artículo 1o. 

de la ley antes citada y del hecho consistente en que la ley representa una norma especial —y posterior— 

respecto del artículo 1916 del Código Civil, en tanto regula una especie del género identificado como res­

ponsabilidad por daño moral. Lo anterior se refuerza con la exposición de motivos de la ley, como elemento 

coadyuvante para reconstruir la voluntad del legislador, según la cual resultaba necesario substituir la 

figura del daño moral prevista en el Código Civil con una ley especial de naturaleza civil que, por un lado, 

despenalice los denominados delitos contra el honor y, por otro, que permita un proceso ágil, eficaz y 

pertinente para resarcir los derechos de la personalidad lesionados con motivo del ejercicio de los dere­

chos a las libertades de expresión e información.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 1, agosto de 2012, Primera Sala, p. 479, Tesis: 
1a. CLXX/2012 (10a.), Registro: 2001284.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA RADIODIFUSIÓN ES UN MEDIO TECNOLÓGICO PARA 
EJERCER ESE DERECHO.*

Conforme al artículo 6o., párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 

derecho a la información estará garantizado por el Estado, lo que debe ser de manera general, incluyendo 

tanto la que es producida o se encuentra en posesión de los órganos de gobierno, como la que es propia 

de los particulares; garantía que debe cumplirse no sólo respecto de su difusión, sino también de su re­

cepción por el público en general o destinatarios del medio, pues el enunciado normativo previsto en el 

mandato constitucional no se limita a la información pública gubernamental. Así, cualquier marco norma­

tivo o política gubernamental debe empezar por garantizar el ejercicio de ese derecho, el cual si bien puede 

ser restringido excepcionalmente, las restricciones correspondientes deben estar fijadas por la ley y buscar 

la protección y respeto de algún interés o bien jurídicamente tutelado, como: a) los derechos o reputación 

de los demás, b) la seguridad nacional, c) el orden público, d) la salud pública, y, e) la moral pública; de ahí 

que, al ser la radiodifusión un medio tecnológico para ejercer dicho derecho, el Estado debe establecer las 

condiciones para su pleno ejercicio sin discriminación alguna, mediante políticas públicas en la materia; 

así, las restricciones deben cumplir con los criterios de: a) razonabilidad, esto es, deberá enfocarse a los fines 

perseguidos, y b) proporcionalidad, que se traduce en que la medida no impida el ejercicio de aquel derecho 

en su totalidad o genere en la población una inhibición en su ejercicio.

Amparo en revisión 531/2011. 24 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, Tomo 1, junio de 2012, Primera Sala, p. 262, Tesis: 
1a. XIX/2012 (9a.), Registro: 160070.
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MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU RELEVANCIA DENTRO DEL ORDEN CONSTITUCIO­
NAL MEXICANO.*

El orden constitucional mexicano promueve la comunicación libre y socialmente trascendente, pues el 

intercambio de información y opiniones entre los distintos comunicadores contribuirá a la formación de 

la voluntad social y estatal, de modo que es posible afirmar que el despliegue comunicativo es constitutivo 

de los procesos sociales y políticos. Esto evidencia el carácter funcional que para la vida democrática 

nacional representan las libertades de expresión e información, de forma tal que la libertad de comuni­

cación adquiere un valor en sí misma o se convierte en un valor autónomo, sin depender esencialmente 

de su contenido. En efecto, la prensa juega un rol esencial en una sociedad democrática debido a que su 

tarea es la difusión de información e ideas sobre asuntos políticos y sobre otras materias de interés 

general. Consecuentemente, una condena por el ejercicio de la libertad de expresión constituye una in­

terferencia o restricción a ese derecho, razón por la cual su constitucionalidad dependerá de que esté 

prevista en la ley y que sea necesaria en una sociedad democrática. Lo anterior no quiere decir que 

cualquier contenido resulte relevante para una sociedad democrática, por lo que no cualquier opinión o 

información adquiere un máximo grado de protección constitucional, situación que podría decirse, aprio­

rísticamente, de situaciones ficticias o de procesos discursivos triviales o carentes de influencia.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, Primera Sala, p. 2915, Tesis: 
1a. XXVII/2011 (10a.), Registro: 2000109.



Su
pr

em
a C

or
te

 de
 Ju

sti
cia

 de
 la

 N
ac

ión

224

MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERACIÓN COMO FIGURAS PÚBLICAS A EFECTOS 
DEL ANÁLISIS DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.*

Para la determinación de la constitucionalidad de las ideas expresadas en un caso concreto, es funda­

mental precisar si éstas tienen relevancia pública, para lo cual debe identificarse tanto un tema de interés 

público, como la naturaleza pública del destinatario de las críticas vertidas. En cuanto a la naturaleza del 

destinatario de las críticas, y en atención al sistema de protección dual de las personas, es necesario 

verificar si la persona que resiente las críticas es una figura pública o si, por el contrario, se trata de una 

persona privada sin proyección pública. De esto dependerá el que la persona presuntamente afectada 

deba, o no, tolerar un mayor grado de intromisión en su honor. Así pues, son figuras públicas, según la doc­

trina mayoritaria, los servidores públicos y los particulares con proyección pública. Al respecto, una per­

sona puede tener proyección pública, entre otros factores, por su actividad política, profesión, la relación 

con algún suceso importante para la sociedad, por su trascendencia económica y por su relación social. 

En relación con lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que 

existe una tercera especie de figuras públicas: los medios de comunicación. Los medios de comunicación 

son entidades cuyas opiniones suelen imponerse en la sociedad, dominando la opinión pública y gene­

rando creencias. Así pues, es usual encontrar que muchas de las discusiones que se presentan día con 

día, se basan o hacen referencia a creencias públicas generadas por alguna noticia o análisis de dichos 

medios. Lo importante es señalar que, mediante sus opiniones, los medios de comunicación —como 

líderes de opinión— ejercen un cierto tipo de poder, valiéndose de la persuasión y no de la coacción. Sería 

ilusorio pensar que todos los medios de comunicación representan una sola ideología o pensamiento, 

pues rara vez son depositarios de un solo cuerpo de doctrinas. Así pues, cuando la opinión pública se 

plasma, fundamentalmente en publicaciones periódicas, el equilibrio entre la opinión autónoma y las opi­

niones heterónomas está garantizado por la existencia de una prensa libre y múltiple que represente 

muchas voces.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, Primera Sala, p. 2914, Tesis: 
1a. XXVIII/2011 (10a.), Registro: 2000108.
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU POSICIÓN PREFERENCIAL CUANDO 
SON EJERCIDAS POR LOS PROFESIONALES DE LA PRENSA.*

Si bien es de explorado derecho que la libertad de expresión goza de una posición preferencial frente a los 

derechos de la personalidad, es importante destacar que las libertades de expresión e información al­

canzan un nivel máximo cuando dichos derechos se ejercen por los profesionales del periodismo a través 

del vehículo institucionalizado de formación de la opinión pública, que es la prensa, entendida en su más 

amplia acepción. Al respecto, la libertad de expresión tiene por finalidad garantizar el libre desarrollo de 

una comunicación pública que permita la libre circulación de ideas y juicios de valor inherentes al prin­

cipio de legitimidad democrática. Así, las ideas alcanzan un máximo grado de protección constitucional 

cuando: a) son difundidas públicamente; y b) con ellas se persigue fomentar un debate público.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, Primera Sala, p. 2914, Tesis: 
1a. XXII/2011 (10a.), Registro: 2000106.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OBLIGACIÓN DE NEUTRALIDAD DEL ESTADO FRENTE AL 
CONTENIDO DE LAS OPINIONES.*

Existe una presunción general de cobertura constitucional de todo discurso expresivo, la cual se explica 

por la obligación primaria de neutralidad del Estado frente a los contenidos de las opiniones y, en con­

secuencia, por la necesidad de garantizar que, en principio, no existan personas, grupos, ideas o medios 

de expresión excluidos a priori del debate público. La protección constitucional de las libertades de expre­

sión y prensa permite, a quienes las ejerzan, el apoyo, apología o defensa de cualquier ideología, aun y 

cuando se trate de posturas que no comulguen con la ideología imperante, toda vez que la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos no obliga a pensar de determinada manera, sino que protege 

cualquier pensamiento, incluso aquel que podamos llegar a odiar, siempre y cuando se exprese respetando 

los límites previstos en la propia Carta Magna, tal y como ocurre con los derechos de terceros.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, Primera Sala, p. 2913, Tesis: 
1a. XXIX/2011 (10a.), Registro: 2000105.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SU FUNCIONAMIENTO EN CASOS DE DEBATE PERIODÍSTICO 

ENTRE DOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN.*

Sin importar lo perniciosa que pueda parecer una opinión, su valor constitucional no depende de la 

conciencia de jueces y tribunales, sino de su competencia con otras ideas en lo que se ha denominado 

el "mercado de las ideas", pues es esta competencia la que genera el debate que, a la postre, conduce a la 

verdad y a la plenitud de la vida democrática. Esto adquiere un valor trascendental cuando nos referimos 

a un debate periodístico entre dos medios de comunicación, toda vez que éstos representan los principales 

oferentes en este "mercado de ideas", ofreciendo al público opciones de ideas y posturas y fortaleciendo el 

debate en aras de alcanzar la verdad. Por consiguiente, el castigo de los errores al momento de expresarse 

corre el riesgo de inducir a un cauto y restrictivo ejercicio de las libertades constitucionales de expresión 

y prensa, lo cual podría producir una intolerable autocensura. Asimismo, obligar a los medios a que, para 

evitar responsabilidad, deban probar la verdad de sus declaraciones, resulta una carga desmedida. 

Atendiendo a lo anterior, la simple crítica a la postura o línea editorial de un medio de comunicación en el 

desempeño de una actividad no debe confundirse sin más con un atentado a su honor. Incluso cuan­

do el tono de la crítica sea elevado, éste puede encontrarse justificado por el propósito de causar impacto, 

siendo conveniente recordar que en el contexto de debate periodístico el uso de la hipérbole es un recurso 

frecuente. En este sentido, si la prensa goza de la mayor libertad y del más amplio grado de protección para 

criticar personajes con proyección pública, es no sólo lógico sino necesario concluir que la crítica a su 

labor también debe gozar de la mayor libertad y más amplio grado de protección, pues de lo contrario 

se estaría dotando a una persona, como ocurre con los medios de comunicación impresos, de un gran y 

desequilibrado poder para criticar impunemente, opinando e informando sin ser sujetos del mismo escru­

tinio público que pregonan, ejercen y cuya protección invocan. Lo anterior adquiere mayor relevancia 

si consideramos que en el debate surgido del ejercicio de la libertad de expresión, la réplica y la contra-

argumentación son las mejores y más efectivas herramientas para defender la propia actuación o punto de 

vista. Así pues, nadie tiene un mayor acceso al derecho de réplica que un medio de comunicación. En ese 

sentido, cuando nos encontremos frente a una relación simétrica entre dos medios de comunicación, 

es necesario sostener que los dos contendientes tienen un mayor margen de libertad para la emisión de 

opiniones. Esto implica que los medios de comunicación escritos, a diferencia de los simples particulares, 

pueden refutar desde sus páginas las opiniones con las que no comulgan. En conclusión, esta Primera 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, Primera Sala, p. 2910, Tesis: 
1a. XXVI/2011 (10a.), Registro: 2000102.
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Sala considera, como lo ha sostenido la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, que uno de los 

mecanismos idóneos tendientes a promover el comportamiento ético de los medios de comunicación, es 

la crítica a su actuación. Dicha crítica, enfocada a denunciar distorsiones, omisiones, posiciones o incluso 

noticias ignoradas puede ser llevada a cabo por organizaciones no gubernamentales o, inclusive, por otros 

medios de comunicación.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS MODALIDADES EN EL ÁMBITO CASTRENSE.*

Como es posible predicarlo de todos los derechos fundamentales, la libertad de expresión no es un 

derecho absoluto o ilimitado. Su ejercicio está sujeto tanto a límites constitucionalmente expresos, como 

a otros que puedan fijarse para preservar bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Si bien es 

cierto que en el texto constitucional no existen límites expresamente dirigidos a limitar, restringir o condicio­

nar el ejercicio de los derechos fundamentales por parte de los miembros de las Fuerzas Armadas, también 

lo es que es posible derivar dichos límites a través de otros bienes constitucionalmente protegidos, 

como lo es la disciplina militar, presupuesto estructural del Ejército y que encuentra anclaje constitucional 

en los fines y objetivos que la norma suprema le encomienda al Ejército. A juicio de esta Primera Sala, el 

análisis de la posible restricción de los derechos fundamentales de los militares deberá realizarse en cada 

caso en particular, en el entendido de que la relevancia de la potestad, función y misión de un militar y su 

derecho a portar armas, justifican la restricción de sus derechos para proteger fines o intereses públicos 

primordiales. En el caso específico de la libertad de expresión, es necesario partir del hecho de que el 

militar goza en abstracto de la libertad de expresión como los demás ciudadanos pero, por el hecho de 

estar integrado en las Fuerzas Armadas, puede ejercer este derecho en una extensión distinta a los demás. 

Sin embargo, esto no debe llevar a que la libertad de expresión se reduzca en el ámbito castrense al puro 

y simple silencio. En esta lógica, las limitaciones a la libertad de expresión deben sucederse cuando exista 

una amenaza real para la disciplina militar que tenga consecuencias en la organización castrense. Asimis­

mo, las opiniones vertidas deben afectar a bienes jurídicos específicamente deteriorables, lo que implica 

que toda limitación en este sentido ha de ser interpretada restrictivamente. Por último, la limitación a este 

derecho debe ser especialmente ponderada, cuando la libertad de expresión resulta el vehículo nece­

sario para la efectividad de otros derechos fundamentales.

Amparo en revisión 448/2010. 13 de julio de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 2, octubre de 2011, Primera Sala, p. 1091, Tesis: 
1a. CXCIV/2011 (9a.), Registro: 160824.
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DAÑO AL PATRIMONIO MORAL DE LAS PERSONAS. SE PUEDE CAUSAR CON NOTAS 
PERIODÍSTICAS QUE SOBREPASAN LOS LÍMITES DEL LIBRE EJERCICIO DEL PERIODISMO, 
EL DERECHO A LA INFORMACIÓN Y LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, AL NO TENER LA IN­
TENCIÓN DE HACER DEL CONOCIMIENTO UN HECHO DE INTERÉS GENERAL, NI SIRVEN 
A LAS PERSONAS PARA LA TOMA DE DECISIONES QUE ENRIQUEZCAN LA CONVIVENCIA 
O PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA (LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTEC­
CIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO 
FEDERAL).*

Atendiendo a lo previsto por el artículo 1 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 
a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación de fecha diecinueve de mayo de dos mil seis, que entró en vigor al día siguiente de su publi­
cación, su objeto o finalidad es regular el daño al patrimonio moral de personajes de la vida nacional o 
servidores públicos, derivado exclusivamente del abuso del derecho a la información o de libertad de 
expresión. Por consiguiente, la responsabilidad civil por daño al patrimonio moral de las personas que 
se reclame al amparo de la referida ley debe, necesariamente, tener su origen en la utilización de medios 
informativos, a través de los cuales se ejerza tal libertad de expresión. Ahora bien, conforme a la citada ley, 
se considera que la información que den los periodistas debe ser de interés público y no debe sobrepasar 
ciertos límites, esto es, no debe ir en contra de la reputación de persona alguna, aun y cuando ésta sea un 
personaje de la vida nacional o bien un servidor público, pues el derecho de información no debe ser 
totalitario, sino que debe tener como sustento dos condiciones, a saber: que esa información sea de 
interés general o en beneficio de la sociedad democrática. Ello en virtud de que la finalidad de una nota 
periodística es informar al público en general sobre hechos de interés general. En consecuencia, las expre­
siones denostatorias que se realicen en un medio informativo en contra de determinada persona sin ese 
propósito, es decir, que no conllevan la finalidad de informar, sino sólo el de dirimir conflictos personales 
entre el autor de la nota periodística y la persona a la que se hace referencia en la misma, se deben con­
siderar como insultantes, vejatorias e innecesarias en el ejercicio de la libertad de expresión, porque sobre­
pasan los límites de libre ejercicio del periodismo, el derecho a la información y la libertad de expresión, al 
no tener la intención de hacer del conocimiento un hecho de interés general, ni sirven a las personas para 
la toma de decisiones que enriquezcan la convivencia o participación democrática.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 474/2010. 28 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: María Concepción Alonso Flores. 
Secretaria: Laura Ivón Nájera Flores.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1067, Tesis: I.11o.C.231 C, Registro: 162174.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DERECHO A LA INFORMACIÓN Y A LA INTIMIDAD. PARÁ­
METROS PARA RESOLVER, MEDIANTE UN EJERCICIO DE PONDERACIÓN, CASOS EN QUE 
SE ENCUENTREN EN CONFLICTO TALES DERECHOS FUNDAMENTALES, SEA QUE SE 
TRATE DE PERSONAJES PÚBLICOS O DE PERSONAS PRIVADAS.*

La libertad de expresión y el derecho a la información operan en forma diversa tratándose de personajes 

públicos, quienes, como las personas privadas, se encuentran protegidos constitucionalmente en su intimi­

dad o vida privada, por lo que podrán hacer valer su derecho a la intimidad frente a las opiniones, críticas 

o informaciones lesivas. La solución de este tipo de conflictos ameritará un ejercicio de ponderación entre 

los derechos controvertidos, a efecto de determinar cuál de ellos prevalecerá en cada caso. Así, el interés 

público que tengan los hechos o datos publicados, será el concepto legitimador de las intromisiones en la 

intimidad, en donde el derecho a la intimidad debe ceder a favor del derecho a comunicar y recibir infor­

mación, o a la libertad de expresión cuando puedan tener relevancia pública, al ser un ejercicio de dichos 

derechos la base de una opinión pública libre y abierta en una sociedad. Por consiguiente, en la solución 

al conflicto entre la libertad de expresión y el derecho a la información, frente al derecho a la intimidad 

o a la vida privada, deberá considerarse el caso en concreto, a fin de verificar cuál de estos derechos debe 

prevalecer distinguiéndose, en el caso de personas públicas a la mayor o menor proyección de la per­

sona, dada su propia posición en la comunidad, así como la forma en que ella misma ha modulado el 

conocimiento público sobre su vida privada.

Amparo directo 6/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura 
García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, Primera Sala, p. 928, Tesis: 
1a. XLIII/2010, Registro: 164992.
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MEDIOS DE COMUNICACIÓN. TRATÁNDOSE DE UN REPORTAJE NEUTRAL NO EXISTE EL 
DEBER DE AQUÉLLOS DE VERIFICAR O CALIFICAR SI LA INTROMISIÓN A LA INTIMIDAD 
ES LEGÍTIMA O NO.* 

El denominado "reportaje neutral" es aquel en el que un medio de comunicación se limita a transcribir 

o difundir lo dicho o declarado por un tercero, es decir, cuando únicamente cumple una función trans­

misora de lo dicho por otro y, por consiguiente, el responsable de cuanto se diga en las declaraciones 

reproducidas es su autor material. Para verificar si en un caso concreto se está ante un "reportaje neutral" 

y, por tanto, si es legítima la afectación a la intimidad de una persona por parte de un medio de comunica­

ción, deben satisfacerse dos requisitos: la veracidad, entendida como la certeza de que la declaración 

corresponde a un tercero y la relevancia pública de lo informado. Por tanto, cuando los comunicadores se 

limitan a publicar o divulgar información de la autoría de terceros, no tienen el deber de verificar o calificar 

si la intromisión en la intimidad o incluso las aseveraciones de éstos, que pudieran tener efectos sobre la 

reputación o el honor de una persona, tienen relevancia pública o no y, por ende, si son legítimas, pues en 

este caso, exigir ese deber generaría un reparto de responsabilidades entre aquellos que participan en la 

comunicación de información, lo que restringiría injustificadamente la libertad de expresión y el derecho a 

la información, que tienen tanto una dimensión individual como social, y exigen no sólo que los individuos 

no vean impedida su posibilidad de manifestarse libremente, sino que se respete también su derecho 

como miembros de una colectividad a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pen­

samiento ajeno. Por lo tanto, cuando se trate de un reportaje neutral, debe tenerse la plena seguridad de 

que el derecho protege al comunicador en su posibilidad de expresar y publicar libremente ideas, opinio­

nes e información de un tercero, como corresponde en un régimen democrático.

Amparo directo 6/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura 
García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, Primera Sala, p. 929, Tesis: 
1a. XLV/2010, Registro: 164987.



Lib
er

ta
d d

e e
xp

re
sió

n e
 in

fo
rm

ac
ión

233

LIBERTAD DE EXPRESIÓN.* 

El artículo 6o. de la Constitución Federal, protege, entre otras garantías, la libre expresión de ideas; sin 

embargo, en su ejercicio no debe vulnerarse el derecho correlativo de los individuos a ser respetados en su 

dignidad e integridad. En esos términos, no es válido proteger al quejoso que profiere expresiones grose­

ras, insultantes o injuriosas que denostan la actividad de una autoridad, pues ello implicaría la autoriza­

ción para que el destinatario de esas expresiones estuviere impedido para reclamar el respeto a su persona 

y a su propia dignidad, permitiendo a quien manifieste las ideas el actuar sin restricción de ningún tipo.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 181/2009. 3 de septiembre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado 
Puente. Secretaria: Robertha Soraya de la Cruz Vega.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1554, Tesis: IV. 1o.A.23 K, Registro: 165764.
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DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO GENERAL Y LA IMPORTANCIA DE NO DES­

CONTEXTUALIZAR LAS REFERENCIAS A LA MISMA.*

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha referido en varias tesis a los rasgos característicos de la 

noción de lo "privado". Así, lo ha relacionado con: lo que no constituye vida pública; el ámbito reservado 

frente a la acción y el conocimiento de los demás; lo que se desea compartir únicamente con aquellos que 

uno elige; las actividades de las personas en la esfera particular, relacionadas con el hogar y la familia; o 

aquello que las personas no desempeñan con el carácter de servidores públicos. Por otro lado, el derecho 

a la vida privada (o intimidad) está reconocido y protegido en declaraciones y tratados de derechos huma­

nos que forman parte del orden jurídico mexicano, como la Declaración Universal de los Derechos Hu­

manos (artículo 12), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 17), la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (artículo 11) y la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 

16). Al interpretar estas disposiciones, los organismos internacionales han destacado que la noción de 

vida privada atañe a la esfera de la vida en la que las personas pueden expresar libremente su identidad, 

ya sea en sus relaciones con los demás o en lo individual, y han destacado su vinculación con un amplio 

abanico de otros derechos, como la inviolabilidad de la correspondencia y de las comunicaciones en ge­

neral, la inviolabilidad del domicilio, las garantías respecto de los registros personales y corporales, las 

relacionadas con la recopilación y registro de información personal en bancos de datos y otros dispositi­

vos; el derecho a una vivienda adecuada, a la salud y a la igualdad; los derechos reproductivos, o la protec­

ción en caso de desalojos forzados. Las afirmaciones contenidas en las resoluciones nacionales e 

internacionales son útiles en la medida en que no se tomen de manera descontextualizada, emerjan de un 

análisis cuidadoso de los diferentes escenarios jurídicos en los que la idea de privacidad entra en juego 

y no se pretenda derivar de ellas un concepto mecánico de vida privada, de referentes fijos e inmutables. 

Lo único que estas resoluciones permiten reconstruir, en términos abstractos, es la imagen general que 

evoca la idea de privacidad en nuestro contexto cultural. Según esta noción, las personas tienen derecho 

a gozar de un ámbito de proyección de su existencia que quede reservado de la invasión y la mirada de los 

demás, que les concierna sólo a ellos y les provea de condiciones adecuadas para el despliegue de su in­

dividualidad —para el desarrollo de su autonomía y su libertad—. A un nivel más concreto, la misma idea 

puede describirse apelando al derecho de las personas a mantener fuera del conocimiento de los demás 

(o, a veces, dentro del círculo de sus personas más próximas) ciertas manifestaciones o dimensiones de 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Primera Sala, p. 277, Tesis: 
1a. CCXIV/2009, Registro: 165823.
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su existencia (conducta, datos, información, objetos) y al correspondiente derecho a que los demás no las 

invadan sin su consentimiento. En un sentido amplio, entonces, la protección constitucional de la vida 

privada implica poder conducir parte de la vida de uno protegido de la mirada y las injerencias de los de­

más, y guarda conexiones de variado tipo con pretensiones más concretas que los textos constitucionales 

actuales reconocen a veces como derechos conexos: el derecho de poder tomar libremente ciertas deci­

siones atinentes al propio plan de vida, el derecho a ver protegidas ciertas manifestaciones de integridad 

física y moral, el derecho al honor o reputación, el derecho a no ser presentado bajo una falsa apariencia, 

el derecho a impedir la divulgación de ciertos hechos o la publicación no autorizada de cierto tipo de foto­

grafías, la protección contra el espionaje, la protección contra el uso abusivo de las comunicaciones priva­

das, o la protección contra la divulgación de informaciones comunicadas o recibidas confidencialmente 

por un particular.

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.
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DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA FRENTE A INSTANCIAS DE 
EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y EL DERECHO A LA INFORMACIÓN ES ME­
NOR CUANDO SUS TITULARES TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS.*

Los ordenamientos jurídicos de las democracias actuales cuentan con un abanico legal o jurisprudencial­
mente asentado de reglas acerca de qué es y qué no es un equilibrio adecuado entre estos derechos a la luz 
de las previsiones constitucionales aplicables. Una de estas reglas, ampliamente consensuada en el ám­
bito del derecho comparado y del derecho internacional de los derechos humanos —precipitado de ejerci­
cios reiterados de ponderación de derechos, incluidos los encaminados a examinar las ponderaciones 
vertidas por el legislador en normas generales— es aquella según la cual, frente a actuaciones de los 
medios de comunicación en ejercicio de los derechos a expresarse e informar, quienes desempeñan, han 
desempeñado o desean desempeñar responsabilidades públicas tienen pretensiones en términos de inti­
midad y respeto al honor con menos resistencia normativa general que los ciudadanos ordinarios. Ello es 
así por motivos estrictamente ligados al tipo de actividad que han decidido desempeñar, que exige un escru­
tinio público intenso de sus actividades. Tratándose de la intimidad en ocasiones su condición puede 
dotar de interés público a la difusión y general conocimiento de datos que, pudiendo calificarse de pri­
vados desde ciertas perspectivas, guardan clara conexión con aspectos que es deseable que la ciudadanía 
conozca para estar en condiciones de juzgar adecuadamente su desempeño como servidores o titulares 
de cargos públicos. Con el derecho al honor sucede algo similar: las actividades desempeñadas por las 
personas con responsabilidades públicas interesan a la sociedad, y la posibilidad de crítica que esta última 
pueda legítimamente dirigirles debe entenderse con criterio amplio. Como ha subrayado la Corte Interame­
ricana de Derechos Humanos, el umbral de protección al honor de un funcionario público debe permitir el 
más amplio control ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones, porque el funcionario público se expone 
voluntariamente al escrutinio de la sociedad al asumir ciertas responsabilidades profesionales —lo que 
conlleva naturalmente mayores riesgos de sufrir afectaciones en su honor— y porque su condición le per­
mite tener mayor influencia social y acceder con facilidad a los medios de comunicación para dar explica­
ciones o reaccionar ante hechos que lo involucren. Las personas con responsabilidades públicas mantienen 
la protección derivada del derecho al honor incluso cuando no estén actuando en carácter de particulares, 
pero las implicaciones de esta protección deben ser ponderadas con las que derivan del interés en un 
debate abierto sobre los asuntos públicos.

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Primera Sala, p. 278, Tesis: 
1a. CCXIX/2009, Registro: 165820.



Lib
er

ta
d d

e e
xp

re
sió

n e
 in

fo
rm

ac
ión

237

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RESPONSABILIDAD POR 

INVASIONES AL HONOR DE FUNCIONARIOS U OTRAS PERSONAS CON RESPONSABI­

LIDADES PÚBLICAS SÓLO PUEDE DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS ESTRICTAS 

QUE LAS QUE SE APLICAN EN EL CASO DE EXPRESIONES O INFORMACIONES REFERI­

DAS A CIUDADANOS PARTICULARES.*

Para que la exigencia de responsabilidad ulterior por la emisión de expresiones invasoras del honor de 

funcionarios públicos u otras personas relacionadas con el ejercicio de funciones públicas constituya una 

reacción jurídica necesaria, idónea y proporcional, deben satisfacerse condiciones más estrictas que las 

que se aplican en caso de invasiones al derecho al honor de ciudadanos particulares. Entre ellas se cuen­

tan las siguientes: a) cobertura legal y redacción clara. Las causas por las que pueda exigirse responsa­

bilidad deben constar en una ley, en sentido formal y material. Las leyes que establecen limitaciones a las 

libertades de expresarse e informar deben estar redactadas en términos claros y precisos para garantizar 

la seguridad jurídica, proteger a los ciudadanos de la arbitrariedad de las autoridades y evitar la disuasión 

expresiva y la autocensura, pues las fórmulas vagas o ambiguas no permiten a los ciudadanos anticipar las 

consecuencias de sus actos, otorgan una discrecionalidad excesiva a las autoridades y tienen un clarísimo 

efecto disuasivo en el plano del ejercicio ordinario de las libertades. Cuando las normas de responsabi­

lidad son de naturaleza penal y permiten privar a los individuos de bienes y derechos centrales —incluida, 

en algunas ocasiones, su libertad— las exigencias anteriores cobran todavía más importancia; b) intención 

específica o negligencia patente. Las expresiones e informaciones deben analizarse bajo el estándar de la 

"malicia", esto es, bajo un estándar que exige que la expresión que alegadamente causa un daño a la repu­

tación de un servidor público se haya emitido con la intención de causar ese daño, con conocimiento de 

que se estaban difundiendo hechos falsos, o con clara negligencia en el control de su veracidad; de otro 

modo las personas podrían abrigar el temor de poder incurrir de modo inadvertido en responsabilidad por 

la emisión de expresiones o informaciones, lo cual podría llevarlos, directa o indirectamente, a restringir 

abruptamente el ejercicio de sus derechos a expresarse o informar; c) materialidad y acreditación del 

daño. Las reglas de imputación de responsabilidad posterior deben requerir que quien alega que cierta 

expresión o información causa daño en su honorabilidad tenga la carga de probar que el daño es real, que 

efectivamente se produjo; d) doble juego de la exceptio veritatis. Quien se expresa debe siempre poder 

bloquear una imputación de responsabilidad ulterior probando que los hechos a los que se refiere son 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Primera Sala, p. 283, Tesis: 
1a. CCXXI/2009, Registro: 165763.



Su
pr

em
a C

or
te

 de
 Ju

sti
cia

 de
 la

 N
ac

ión

238

ciertos y, complementariamente, no puede ser obligado a probar, como condición sine qua non para evitar 

esa responsabilidad, que los hechos sobre los cuales se expresó son ciertos; e) gradación de medios de 

exigencia de responsabilidad. El ordenamiento jurídico no puede contemplar una vía única de exigencia 

de responsabilidad, porque el requisito de que las afectaciones de derechos sean necesarias, adecuadas 

y proporcionales demanda la existencia de medidas leves para reaccionar a afectaciones leves y medi­

das más graves para casos más graves. Además, hay que tener presente que al lado de exigencia de 

responsabilidad civil y penal existe otra vía, ahora expresamente mencionada en el artículo 6o. de la Cons­

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos: el derecho de réplica que, por su menor impacto en 

términos de afectación de derechos, está llamado a tener un lugar muy destacado en el diseño del mapa 

de consecuencias jurídicas derivables del ejercicio de la libertad de expresión; f) minimización de las res­

tricciones indirectas. Al interpretar y aplicar las disposiciones constitucionales y legales en la materia no 

debe olvidarse que la plena garantía de las libertades consagradas en los artículos 6o. y 7o. de la Carta 

Magna no sólo exige evitar restricciones injustificadas directas, sino también indirectas. La proscripción 

de restricciones indirectas tiene muchas derivaciones posibles, pero entre ellas está sin duda la que obliga 

a prestar especial atención a las reglas de distribución de responsabilidad al interior del universo de suje­

tos implicados en la cadena de difusión de noticias y opiniones. Se trata, en otras palabras, de no generar 

dinámicas de distribución de responsabilidad entre ciudadanos, periodistas, editores y propietarios de 

medios de comunicación que lleven a unos a hallar interés en el silenciamiento o la restricción expresiva 

de los demás.

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.



Lib
er

ta
d d

e e
xp

re
sió

n e
 in

fo
rm

ac
ión

239

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. MODO EN QUE DEBEN SER 
ENTENDIDOS LOS REQUISITOS DE VERACIDAD E IMPARCIALIDAD.*

Los derechos citados cubren tanto la expresión de opiniones como la emisión de aseveraciones sobre 

hechos, dos cosas que, desde la perspectiva de su régimen jurídico, no son idénticas. Así, por ejemplo, 

cuando de opiniones se trata, no tiene sentido hablar de verdad o falsedad, que sí resultan relevantes cuan­

do lo que nos concierne son afirmaciones sobre hechos. La información cuya búsqueda, obtención y 

amplia difusión está constitucionalmente protegida es la información veraz e imparcial. Estos dos requi­

sitos pueden calificarse de límites o exigencias internas del derecho a la información. La veracidad no 

implica, sin embargo, que toda información difundida deba ser "verdadera" —esto es, clara e incontrover­

tiblemente cierta—; operar con un estándar tan difícil de satisfacer desnaturalizaría el ejercicio del derecho. 

Lo que la mención a la veracidad encierra es más sencillamente una exigencia de que los reportajes, las 

entrevistas y las notas periodísticas destinadas a influir en la formación de la opinión pública vengan 

respaldados por un razonable ejercicio de investigación y comprobación encaminado a determinar si lo 

que quiere difundirse tiene suficiente asiento en la realidad. El informador debe poder mostrar de algún 

modo que ha respetado un cierto estándar de diligencia en la comprobación del estatus de los hechos 

acerca de los cuales informa, y si no llega a conclusiones indubitadas, la manera de presentar la informa­

ción debe darle ese mensaje al lector: debe sugerir con la suficiente claridad que existen otros puntos de 

vista y otras conclusiones posibles sobre los hechos o acontecimientos que se relatan. Todo ello está rela­

cionado con la satisfacción de otro requisito "interno" de la información cuya difusión la Constitución y los 

tratados protegen al máximo nivel: la imparcialidad. Es la recepción de información de manera imparcial 

la que maximiza las finalidades por las cuales la libertad de obtenerla, difundirla y recibirla es una libertad 

prevaleciente en una democracia constitucional. El derecho a obtener información útil y los beneficios del 

intercambio libre y vigoroso de ideas son ciertamente incompatibles con la idea de imparcialidad absoluta 

y, hasta cierto punto, se espera que las diferentes perspectivas lleguen a los individuos por la combinación 

de fuentes de información y opinión a las que están expuestos, aunque cada una de esas fuentes no supe­

re perfectamente el estándar en lo individual. La imparcialidad es, entonces, una barrera contra la tergiver­

sación abierta, contra la difusión intencional de inexactitudes y contra el tratamiento no profesional de 

informaciones cuya difusión podría tener un impacto notorio en la vida de las personas involucradas.

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Primera Sala, p. 284, Tesis: 
1a. CCXX/2009, Registro: 165762.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU IMPORTANCIA EN UNA 
DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL.*

La libertad de expresión y el derecho a la información son derechos funcionalmente centrales en un estado 

constitucional y tienen una doble faceta: por un lado, aseguran a las personas espacios esenciales para el 

despliegue de su autonomía y, por otro, gozan de una vertiente pública, colectiva o institucional que los 

convierte en piezas básicas para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. Como se­

ñaló la Corte Interamericana en el caso Herrera Ulloa, se trata de libertades que tienen tanto una dimen­

sión individual como una dimensión social, y exigen no sólo que los individuos no vean impedida la 

posibilidad de manifestarse libremente, sino también que se respete su derecho como miembros de un 

colectivo a recibir información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno. Así, tener plena libertad 

para expresar, recolectar, difundir y publicar informaciones e ideas es imprescindible no solamente como 

instancia esencial de autoexpresión y desarrollo individual, sino como condición para ejercer plenamente 

otros derechos fundamentales —el de asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito, el 

derecho de petición o el derecho a votar y ser votado— y como elemento determinante de la calidad de 

la vida democrática en un país, pues si los ciudadanos no tienen plena seguridad de que el derecho los 

protege en su posibilidad de expresar y publicar libremente ideas y hechos, será imposible avanzar en la 

obtención de un cuerpo extenso de ciudadanos activos, críticos, comprometidos con los asuntos públicos, 

atentos al comportamiento y a las decisiones de los gobernantes, capaces de cumplir la función que les 

corresponde en un régimen democrático. Por consiguiente, cuando un tribunal decide un caso de libertad 

de expresión, imprenta o información no sólo afecta las pretensiones de las partes en un litigio concreto, 

sino también el grado al que en un país quedará asegurada la libre circulación de noticias, ideas y opinio­

nes, así como el más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su conjunto, condiciones 

todas ellas indispensables para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa.

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Primera Sala, p. 287, Tesis: 
1a. CCXV/2009, Registro: 165760.
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RADIO Y TELEVISIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL ARTÍCULO 49, PÁRRAFO 3, DEL CÓDIGO 

FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES EN CUANTO REGULA 

LA CONTRATACIÓN O ADQUISICIÓN DE TIEMPOS EN ESOS MEDIOS NO TRANSGREDE LAS 

LIBERTADES DE COMERCIO, EXPRESIÓN E IMPRENTA.*

El citado precepto al establecer que, además de los partidos políticos, los precandidatos y candidatos a 

cargos de elección popular en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí o por terceras personas, 

tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión, no transgrede las libertades de comercio, expresión 

e imprenta, contenidas en los artículos 5o., 6o. y 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, ya que a la luz de una interpretación sistemática y funcional de éstas, la prohibición consti­

tucional establecida para los partidos políticos en el párrafo tercero del apartado A de la base III del artículo 

41 constitucional necesariamente incluye a los precandidatos y candidatos a cargos de elección popular, 

ya que éstos no pueden existir sin aquéllos, dada la prohibición legal de candidaturas independientes, 

ciudadanas o no partidarias. En efecto, los candidatos y precandidatos a cargos de elección popular no 

son solamente ciudadanos, sino que son ciudadanos investidos de determinadas calidades que actúan 

en nombre y representación del partido político al que pertenecen, como afiliados o miembros, o que los 

postula. Por ende, se trata de una restricción debida prevista en el propio artículo 41, base III, apartado A, 

párrafo tercero, de la Constitución Federal, en razón de la calidad especial de los sujetos normativos, es 

decir, precandidatos y candidatos a cargos de elección popular, que se explica y tiene su justificación en el 

contexto normativo del propio artículo 41 constitucional, conforme al cual los referidos sujetos normativos 

están necesariamente inmersos en un marco electoral y partidario que tutela, además, la equidad en la 

contienda electoral. Incluso, la mencionada restricción incide directamente en la libertad de comercio 

establecida en el artículo 5o. constitucional, sin que se actualice una violación a éste ni a los diversos 

artículos 6o. y 7o. constitucionales, toda vez que constituye una restricción establecida directamente por 

el propio Constituyente Permanente y, por ende, una restricción válida en términos del artículo 1o. de la Ley 

Suprema, conforme al cual todo individuo gozará de los derechos fundamentales que otorga la Consti­

tución, los que sólo podrán restringirse o suspenderse en los casos que ésta prevé.

Acción de inconstitucionalidad 61/2008 y sus acumuladas 62/2008, 63/2008, 64/2008 y 65/2008. Partidos Polí­

ticos Nacionales Convergencia, del Trabajo, Nueva Alianza, Alternativa Socialdemócrata y Campesina y Verde 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, Pleno, p. 1452, Tesis: P. XXIX/2009, 
Registro: 166846.
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Ecologista de México. 8 de julio de 2008. Mayoría de seis votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, Margarita 
Beatriz Luna Ramos, José de Jesús Gudiño Pelayo, Mariano Azuela Güitrón y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

El Tribunal Pleno, el veinte de mayo en curso, aprobó, con el número XXIX/2009, la tesis aislada que antecede. 
México, Distrito Federal, a veinte de mayo de dos mil nueve.
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RADIO Y TELEVISIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL ARTÍCULO 49, PÁRRAFO 4, DEL CÓDI­
GO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES AL REGULAR LA 
CONTRATACIÓN DE PROPAGANDA EN ESOS MEDIOS NO CONTRAVIENE LOS DERECHOS 
DE LIBERTAD DE INFORMACIÓN Y EXPRESIÓN.*

El citado precepto, al establecer que ninguna persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de 

terceros, podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias electorales 

de los ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de elección po­

pular, así como que queda prohibida la transmisión en territorio nacional de este tipo de propaganda 

contratada en el extranjero, no contraviene los derechos de libertad de información y expresión estableci­

dos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que el artículo 41, base III, 

apartado A, párrafo tercero, constitucional establece expresamente dicha prohibición, de manera que en 

este sentido, no puede haber incompatibilidad alguna entre lo previsto en el artículo 49, párrafo 4, del Có­

digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y los artículos 6o. y 7o. de la Ley Suprema, pues 

el legislador federal ordinario sólo reitera la prohibición constitucional.

Acción de inconstitucionalidad 61/2008 y sus acumuladas 62/2008, 63/2008, 64/2008 y 65/2008. Partidos Políticos 
Nacionales Convergencia, del Trabajo, Nueva Alianza, Alternativa Socialdemócrata y Campesina y Verde 
Ecologista de México. 8 de julio de 2008. Once votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Maura Angélica Sanabria Martínez.

El Tribunal Pleno, el veinte de mayo en curso, aprobó, con el número 58/2009, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a veinte de mayo de dos mil nueve.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, Pleno, p. 1453, Tesis: P./J. 58/2009, 
Registro: 166845.
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AGENCIA DE NOTICIAS DEL ESTADO MEXICANO. EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY QUE LA 
CREA, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 2 DE JUNIO DE 2006, 
ES CONSTITUCIONAL.* 

El hecho de que el citado precepto establezca que el director general de ese órgano será designado por el 

Presidente de la República, pudiendo ser objetado ese nombramiento por el Senado o, en su caso, por 

la Comisión Permanente, no resulta inconstitucional. Lo anterior es así, ya que, por un lado, se trata de un 

organismo descentralizado que, si bien forma parte de la administración pública federal, no se ubica 

dentro de la administración pública centralizada, por lo que no existe entre la Agencia de Noticias del 

Estado Mexicano y el Titular del Poder Ejecutivo una relación de subordinación jerárquica directa y, por 

otro, la función que tiene encomendada tal ente, se vincula con el derecho de acceso a la información 

contenido en el artículo 6o. de la Constitución Federal, por lo que para cumplir con la finalidad de tutelar 

tal derecho fundamental es razonable la implementación de un esquema neutro, veraz y sin fines políticos, 

a fin de asegurar que la información que se genere sea imparcial. Esto es, la facultad de objetar del 

Senado o, en su caso, de la Comisión Permanente, respecto a la designación hecha por el Ejecutivo 

Federal pretende asegurar la autonomía fáctica de la mencionada Agencia de Noticias, mediante la par­

ticipación razonable de ambos poderes, que no produce un desplazamiento o usurpación de las funciones 

del Ejecutivo, sino que es acorde con ellas, según las bases competenciales previstas en los artículos 89, 

fracción II, y 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Acción de inconstitucionalidad 32/2006. Procurador General de la República. 7 de mayo de 2007. Mayoría de 
ocho votos. Disidentes: Sergio Salvador Aguirre Anguiano y José Ramón Cossío Díaz. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Laura García Velasco.

El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó, con el número 88/2007, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a quince de octubre de dos mil siete.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, Pleno, p. 862, Tesis: 
P./J. 88/2007, Registro: 170872.
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AGENCIA DE NOTICIAS DEL ESTADO MEXICANO. LA OBJECIÓN A LA DESIGNACIÓN DE 
SU DIRECTOR GENERAL POR EL SENADO O, EN SU CASO, POR LA COMISIÓN PERMA­
NENTE DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, NO VIOLA EL ARTÍCULO 89, FRACCIÓN II, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.*

La disposición contenida en el artículo 16 de la Ley que crea la Agencia de Noticias del Estado Mexicano, 

para que el Senado o, en su caso, la Comisión Permanente del Congreso de la Unión "objeten" la designa­

ción del Director General de la Agencia que realice el Presidente de la República, no viola el artículo 89, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos porque, se trata de un organismo 

descentralizado que, si bien forma parte de la administración pública federal, no se ubica dentro de la 

administración pública centralizada y, por tanto, no existe entre este organismo y el Titular del Poder 

Ejecutivo una relación de subordinación jerárquica y, porque la función que tiene encomendada tal orga­

nismo se vincula con un derecho constitucionalmente relevante, como es el de acceso a la información 

contemplado en el artículo 6o. de la Constitución Federal y, por ende, para cumplir con dicha finalidad de 

tutelar tal derecho fundamental, es razonable la instrumentación de un esquema de neutralización de los 

actores políticos, a fin de asegurar que la información que se genere sea imparcial. Por consiguiente, la 

objeción del Senado o, en su caso, de la Comisión Permanente respecto a la designación indicada resulta 

una vía adecuada para alcanzar la plena autonomía de la Agencia de Noticias del Estado Mexicano, pues 

existe participación razonable de ambos poderes y no se produce un desplazamiento o usurpación de las 

funciones del Ejecutivo, ya que, en principio, la tutela del derecho fundamental de acceso a la información 

no le corresponde en exclusiva; asimismo, tal mecanismo constituye un contrapeso inter-órganos, por el 

que pretende evitarse que el nombramiento del servidor público que ocupe ese cargo quede a voluntad 

absoluta del Presidente de la República, y a posibles censuras en cuanto a la emisión de la información, 

dado que si en esa designación participan el Presidente de la República y el Senado o la Comisión Per­

manente, existe un elemento de mayor seguridad para que el referido Director General lleve a cabo su 

función con plena confianza y libertad, toda vez que, tanto legal como legítimamente, su nombramiento 

cuenta con el respaldo de dos órganos detentadores de distintos poderes de la Unión, los que, en deter­

minado momento, pueden neutralizarse ante una posible censura o intervención del otro en la actividad de 

protección de la información que corresponde a la Agencia, redundando ello en beneficio de los principios 

de libertad de expresión, información y prensa contenidos en los artículos 6o. y 7o. de la Constitución 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, Pleno, p. 863, Tesis: 
P./J. 95/2007, Registro: 170871.
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General de la República. Además, la "objeción" al nombramiento realizado por el Presidente de la Repú­

blica debe entenderse como una facultad sujeta en todo caso a los requisitos que la propia ley establezca 

para ocupar el cargo en cuestión y debe estar debidamente fundada y motivada.

Acción de inconstitucionalidad 32/2006. Procurador General de la República. 7 de mayo de 2007. Mayoría de 
ocho votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Disidentes: Sergio Salvador Aguirre Anguiano y José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Laura García Velasco.

El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó, con el número 95/2007, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a quince de octubre de dos mil siete.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LOS ARTÍCULOS 6o. Y 7o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECEN DERECHOS FUNDAMENTALES DEL 
ESTADO DE DERECHO.* 

Los derechos fundamentales previstos en los preceptos constitucionales citados garantizan que: a) La ma­

nifestación de las ideas no sea objeto de inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que se 

ataque la moral, los derechos de tercero, se provoque algún delito o perturbe el orden público; b) El de­

recho a la información sea salvaguardado por el Estado; c) No se viole la libertad de escribir y publicar 

sobre cualquier materia; d) Ninguna ley ni autoridad establezcan censura, ni exijan fianza a los autores o 

impresores, ni coarten la libertad de imprenta; e) Los límites a la libertad de escribir y publicar sobre cual­

quier materia sean el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. En ese sentido, estos derechos 

fundamentales de libre expresión de ideas y de comunicación y acceso a la información son indispen­

sables para la formación de la opinión pública, componente necesario para el funcionamiento de una 

democracia representativa.

Acción de inconstitucionalidad 45/2006 y su acumulada 46/2006. Partidos Políticos Acción Nacional y Conver­
gencia. 7 de diciembre de 2006. Mayoría de ocho votos. Disidentes: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Mariano 
Azuela Güitrón. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Laura Patricia Rojas Zamudio y Raúl Manuel 
Mejía Garza.

El Tribunal Pleno, el diecisiete de abril en curso, aprobó, con el número 24/2007, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a diecisiete de abril de dos mil siete.

Nota: Por ejecutoria de fecha 7 de enero de 2010, el Tribunal Pleno declaró improcedente la contradicción de 
tesis 53/2008-PL en que participó el presente criterio.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, Pleno, p. 1522, Tesis: P./J. 24/2007, 
Registro: 172477.



Su
pr

em
a C

or
te

 de
 Ju

sti
cia

 de
 la

 N
ac

ión

248

DAÑO MORAL Y DERECHO A LA INFORMACIÓN.*

Los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Federal establecen el marco jurídico que a la vez que consagra el 

derecho a la libre manifestación de las ideas y la libertad de imprenta, les impone límites consistentes en 

que la manifestación de las ideas no debe ejercerse en forma que ataque la moral, los derechos de tercero, 

provoque algún delito o perturbe el orden público; la libertad de imprenta tiene por límite el respeto a la 

vida privada, la moral y la paz pública. Por su parte, el artículo 1o. de la Ley de Imprenta prevé lo que se 

considera como ataques a la vida privada, y en su fracción I establece que lo es toda manifestación o 

expresión hecha por la imprenta o que de cualquier otra manera circule en la opinión pública donde 

se expone a una persona al odio, desprecio o ridículo y que pueda causarle demérito en su reputación e 

intereses. Como se advierte, en el supuesto de la fracción I resulta irrelevante que la información o ma­

nifestación sea falsa o verdadera. Basta que se exponga a una persona al odio, desprecio o ridículo. 

El decoro está integrado por el honor, el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la 

estimación. Se basa en el principio de que a toda persona, por el hecho de serlo, se le debe considerar 

honorable, merecedora de respeto. La conculcación de este bien se configura en sentido negativo, cuando 

el sujeto activo, sin fundamento, daña a una persona en su honor o en la estimación que los demás tienen 

de ella en el medio social en que se desenvuelve y que es donde directamente repercute en su agravio. 

El honor es un bien objetivo que hace que la persona sea merecedora de confianza. Si una persona sufre una 

afectación en la consideración que de ella tienen los demás, se debe entender como una lesión a la 

estima que los demás le profesan, o sea, al trato con urbanidad y respeto que merece. El límite entre la liber­

tad de expresión y la conducta ilegal del agente sólo puede establecerse mediante la ponderación de los 

derechos en presencia, para determinar si la restricción que se impone al derecho de información y expre­

sión está o no justificada por la limitación que sufriría el otro derecho a la intimidad. Dada su función ins­

titucional, cuando se produzca una colisión entre ambos derechos, el de la información goza de una 

posición preferente, y las restricciones a ese derecho deben interpretarse de tal modo que su contenido 

esencial no resulte desnaturalizado. Tal valor preferente no es, sin embargo, absoluto. Si se le reconoce 

como garantía de la opinión pública, sólo puede legitimar intromisiones en otros derechos fundamentales 

que guarden congruencia con esa finalidad, o sea, que resulten relevantes para la formación de la opinión 

pública. Carecerá de protección cuando se ejercite de manera desmesurada a ese fin.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1709, Tesis: I.4o.C.57 C, Registro: 184669.



Lib
er

ta
d d

e e
xp

re
sió

n e
 in

fo
rm

ac
ión

249

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 14424/2002. 13 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: 
Carmina S. Cortés Pineda.

Nota: Por ejecutoria del 18 de septiembre de 2013, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
224/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son 
discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES.*

El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la circunspección, la hones­

tidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. otorga a toda persona el derecho de mani­

festar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha manifestación a inquisición 

judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, provoquen algún delito o 

perturben el orden público. Así, la manifestación de las ideas se encuentra consagrada como uno de los 

derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución, oponible por todo individuo, 

con independencia de su labor profesional, al Estado, y los artículos 7o. y 24 de la propia Carta Funda­

mental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar libremente las ideas. 

El primero, porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia 

y, el segundo, porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Así, el Constituyente Originario al con­

sagrar la libertad de expresión como una garantía individual, reconoció la necesidad de que el hombre 

pueda y deba, siempre, tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y expresarlo, aunque 

con ello contraríe otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible al Estado, a toda 

autoridad y, por ende, es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo régimen de dere­

cho. En efecto, la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades del hombre, y 

precisa que hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda histórica 

sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su garantía 

frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, producto de 

la Revolución Francesa, la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por la remisión que hace el 

preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de mil setecientos noventa y 

nueve. El segundo, es la Constitución de los Estados Unidos de América, de diecisiete de septiembre de 

mil setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana, que recibe influencia de las ideas 

políticas y liberales de quienes impulsaron la Revolución Francesa, así como contribuciones de diversas 

tendencias ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales que caracterizaron el siglo 

XIX, tenemos que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales, pero en todos ellos 

siempre ha aparecido una parte dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre, y que ha con­

tenido tanto la libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte, los antecedentes 

legislativos relacionados con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete, en rela­

ción al artículo 6o. antes precisado, tales como la iniciativa de ley, el dictamen de la comisión que al efecto 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, septiembre de 2001, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1309, Tesis: I.3o.C.244 C, Registro: 188844.
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se designó, y las discusiones y el proyecto de declaratoria correspondientes, publicados, respectivamente, en 
los Diarios de los Debates de los días seis, veinte de octubre y primero de diciembre, todos de mil novecien­
tos setenta y siete, ponen de relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos 
respecto a las actividades que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar 
a la sociedad una obtención de información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios 
masivos de comunicación. Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado 
con lo que al respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitu­
cional, quienes han tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque 
existiera una Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitacio­
nes específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que 
en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, 
la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejer­
cicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del indivi­
duo, con la adición al contenido original del artículo 6o., quedó también equilibrado con el derecho que 
tiene la sociedad a estar veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así, el Estado 
asume la obligación de cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medios 
masivos de comunicación, refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la 
cultura en general, para que el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte, la lite­
ratura, en las ciencias y en la política. Ello permitirá una participación informada para la solución de los 
grandes problemas nacionales, y evitará que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en 
la formación de opinión. Luego, en el contenido actual del artículo 6o., se consagra la libertad de expre­
sarse, la cual es consustancial al hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo hecho de 
expresar las ideas. Pero correlativamente, esa opinión tiene límites de cuya transgresión derivan con­
secuencias jurídicas. Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se 
exterioricen no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad 
en el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los 
derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito 
o a la perturbación del orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció 
una obligación por parte del Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, 
salvo que en el ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún 
delito o se perturbe el orden público.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 8633/99. 8 de marzo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: 
Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán.
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LIBERTAD DE EXPRESION. LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA CARECE DE FACULTADES 
PARA RESTRINGIRLA (CONCESIONES DE RADIO Y TELEVISION).*

Es derecho inalienable de los particulares el de manifestar sus ideas y exigir información y si la libertad de 

expresión, o sea, de expresar y recibir ideas, ha de tener algún sentido democrático y si la televisión y la 

radiodifusión son los medios más poderosos para la divulgación de ideas políticas, científicas y artísticas, 

en cuyos campos no cabe de ninguna manera ni la más pequeña posibilidad de intromisión del gobierno 

como censor, resulta absolutamente infundada la pretensión de que la autoridad administrativa esté facul­

tada para manejar a su albedrío o a su capricho y conveniencia, las concesiones de radiodifusión, con lo 

cual uno de los medios más poderosos de expresión de ideas políticas, científicas y artísticas, quedaría 

sujeto a su sola voluntad, sin control alguno por el Poder Legislativo, para darle lineamientos a los que 

deba ceñirse en su actuación, o sin control por el Poder Judicial, el que tiene el derecho y la obligación 

constitucional de analizar todos los actos de las autoridades administrativas que puedan lesionar en alguna 

forma los derechos constitucionales de los particulares, de los cuales, uno de los más importantes, si no 

es el que más, lo constituye la libertad de expresión de ideas políticas, científicas o artísticas, como se ha 

dicho, sin que pueda ser suficientemente repetido.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1601/82. 13 de abril de 1983. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Lanz Cárdenas. 
Secretaria: Martha Elba Hurtado Ferrer.

Nota: En el Informe de 1983, la tesis aparece bajo el rubro "LIBERTAD DE EXPRESION. LA AUTORIDAD ADMI­
NISTRATIVA CARECE DE FACULTADES PARA RESTRINGIRLA.".

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Séptima Época, Volumen 169-174, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 119, Registro: 249819.
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RADIODIFUSORAS. LIBERTAD DE EXPRESION.*

En cuanto a que la Secretaría de Comunicaciones es la única autoridad que cuenta con conocimientos 

suficientes para determinar si es o no de interés social que funcione determinado número de radiodifu­

soras, debe decirse que es una pretensión insostenible de las responsables, pues en primer lugar las 

dejaría al margen del análisis de la constitucionalidad de sus decisiones en ese aspecto, lo que sería 

violatorio del artículo 103, fracción I, de la Constitución Federal; y, en segundo lugar, dejaría al arbitrio de 

los gobernantes el uso de uno de los medios más importantes para la difusión de ideas, lo que sería dejar 

a su arbitrio o aun a su capricho o interés la libertad de expresión, lo que sería claramente violatoria del 

artículo 6o. constitucional, pues si el Estado tiene la obligación de proteger el derecho a la información, 

implícito ya en todo sistema democrático en que el voto de los ciudadanos debe ser un voto informado y 

no un voto a ciegas, ese derecho implica la obligación de no entorpecer el uso de los medios de difusión 

masiva de ideas, y prohibe que el Estado se erija en guardián tutelar de la cantidad o calidad de medios de 

difusión que en su propio criterio estima que deben existir en el país, como si paternalmente pudiese con­

trolar la cantidad y calidad de la difusión de las ideas.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 217/78. 24 de junio de 1981. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco. 
Secretario: Gregorio Valencia Bracamontes.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Séptima Época, Volumen 145-150, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 226, Registro: 250978.
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LIBERTAD DE EXPRESION. RADIODIFUSORAS. CONCESIONES.*

Conforme al artículo 6o. constitucional, la manifestación de ideas no será objeto de ninguna inquisición 

judicial o administrativa. Ello se deriva de que, conforme a la filosofía que inspira nuestra Constitución, el 

individuo tiene una esfera de derechos que la autoridad no puede tocar, y esa esfera incluye la libertad 

de expresión, de comunicarse ideas. La libre expresión es básica para que pueda pensarse siquiera en la 

existencia de un sistema democrático, en el que la soberanía radica en el pueblo, y en el que las autori­

dades sólo pueden hacer aquello que el pueblo las ha facultado para hacer, en la propia Constitución. Y la 

inclusión de un derecho en ésta no implica que el Estado lo haya concedido a los ciudadanos, sino que 

éstos se lo reservaron y decidieron garantizar su ejercicio mediante la inclusión expresa de ese derecho en 

la propia Ley Fundamental, pues la Constitución otorga la garantía, no el derecho (artículos 1o. y 39). Y esa 

libertad de expresar las ideas y de comunicarlas, incluye lógicamente también las ideas filosóficas, cien­

tíficas, artísticas, religiosas, etcétera, y todas las formas y maneras como esas ideas y expresiones artísti­

cas pueden difundirse, lo que incluye la poesía, la música, etcétera. Ahora bien, la libertad constitucional 

de expresar ideas debe incluir necesariamente la libertad constitucional de utilizar libremente todos los 

medios de expresión, sean palabras o conductas, en cuanto puedan difundir ideas. Y esto incluye necesa­

riamente también los medios masivos de difusión. Pues sería absurdo, en la sociedad contemporánea, que 

sólo la palabra hablada o escrita en forma individual estuviera constitucionalmente protegida, dejando al 

arbitrio o monopolio de las autoridades el uso, a su antojo, de los medios masivos de comunicación 

modernos, como son la prensa, el radio y la televisión. Y así como sería tiránico pensar que la autoridad 

legislativa secundaria o que la autoridad administrativa pudiesen limitar el número de publicaciones en el 

país, o en una región del país, a título de proteger económicamente a los empresarios de las publicaciones 

limitativamente permitidas, con lo que se favorecería un monopolio de la información, así también resulta 

contrario a la libertad constitucional, en principio, que se limite el uso de los canales de radio y televisión con 

vista a proteger el interés mercantil de las emisoras limitativamente permitidas. Sin embargo, como por las 

características de estos medios de comunicación, el número de canales utilizables tienen un límite 

técnico, es claro que el Congreso puede reglamentar el uso de esos canales, y concesionarlo, ya que se 

trata, además, del uso del espacio territorial y del medio en que se propagan las ondas electromagnéticas, 

como lo afirma el artículo 1o. de la Ley de Radio y Televisión. Y como esos medios masivos de comunica­

ción constituyen una actividad de interés público, el Congreso y las autoridades administrativas deben 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Séptima Época, Volumen 109-114, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 120, Registro: 252472.
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vigilarla y protegerla, para el debido cumplimiento de su función social. Pero, atento todo lo que se lleva 

dicho, esa vigilancia y ese cuidado no deben tender a limitar el número de canales en uso, con el objeto de 

proteger las utilidades mercantiles de quienes han obtenido una concesión, sino que debe ejercerse 

de manera que puedan ser utilizados todos los canales, independientemente de la conveniencia mercantil de 

los primeros concesionarios con miras a que haya los máximos elementos posibles de difusión de ideas 

por esos medios, lo cual redundará en beneficio de los fines que se persiguen garantizando la libertad de 

expresión: una vida democrática más plena, y también una vida más plena en los terrenos artísticos, filo­

sófico de simple diversión, etcétera. Y sólo cuando esos altos fines puedan resultar afectados, es cuando 

se podrían limitar, razonando esto cuidadosamente, los canales utilizables. Lo que las autoridades deben 

combatir es el monopolio monocromático de esos medios masivos de comunicación. Y la única razón para 

prohibir el uso de nuevos canales, o para cancelar las concesiones y permisos de canales en uso, será el 

evitar que se forme un monopolio que coarte la libertad de expresión, o impedir que los canales utilizables 

queden en manos de personas poco serias, que pudieran atacar indebidamente la moral o atacar inde­

bidamente la vida privada de las personas, cuando esas personas no sean públicas y cuando los ataques 

no tengan justificación constitucional. Entender de otra forma la intención de la ley en el otorgamiento de 

concesiones y permisos, sería darle un contenido contrario a las disposiciones del artículo 6o. constitu­

cional. Por otra parte, cuando se va a otorgar una concesión, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

debe hacer los estudios pertinentes, que deben referirse a los requisitos legales a satisfacer, a la seriedad de 

la instalación y de su programación y funcionamiento, y sobre todo, a que no se constituyan monopolios 

monocromáticos de tan importantes medios masivos de difusión, pues aun las estaciones comerciales 

difunden una ideología ciertamente, de manera directa o indirecta, al través del contenido de sus progra­

mas y anuncios. Y ese estudio que formulen las autoridades debe darse a conocer íntegramente a las 

personas e instituciones que pudieran resultar afectadas, para que estén en oportunidad real de presentar 

sus objeciones, en términos del artículo 19 de la Ley Federal de Radio y Televisión, en relación con el artículo 

14 constitucional; se violaría la garantía de audiencia de esos posibles afectados si tuviesen que formular 

sus objeciones a ciegas, sin conocer en su plenitud todos los elementos del estudio hecho por las autori­

dades. Por último, sobre esas objeciones las autoridades deben resolver en forma fundada y motivada, 

pues el artículo 16 constitucional exige que se funden y motiven las resoluciones que puedan causar alguna 

molestia a los gobernados, en sus derechos. O sea que aunque las autoridades deban resolver a su libre 

juicio, esto no quiere decir que puedan resolver caprichosamente y derogando la garantía constitucional 

de fundamentación y motivación, ni que su juicio quede exento del control constitucional del Juez de am­

paro, en términos del artículo 103, fracción I, de la Constitución Federal. Y si las autoridades no formulan 

los estudios pertinentes, o no los dan a conocer a los interesados, habrá que mandar reponer el proce­
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dimiento administrativo. Y si no fundan y motivan su resolución, incluyendo el rechazo de las objeciones, 

de manera que se trate de una violación formal (omisión absoluta de motivación o de fundamentación en 

ese aspecto), se deberá mandar reponer la resolución reclamada.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 721/77. 25 de enero de 1978. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco. 
Secretario: Víctor Manuel Alcaraz Briones.
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LIBERTAD DE EXPRESION EN MATERIA DE ARTE Y CULTURA.*

Conforme al artículo 6o. constitucional, la manifestación de ideas no será objeto de ninguna inquisición 

judicial o administrativa, sino en el caso de ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún 

delito o perturbe el orden público. Y es evidente que ese derecho constitucionalmente garantizado incluye 

toda manifestación artística o cultural, ya que el arte y la cultura son una manera de expresar también 

ideas y dado que, por lo mismo, todo el acervo cultural del ciudadano está protegido por la garantía cons­

titucional. En consecuencia, sería contrario a la libertad constitucional que las autoridades pudieran, por 

cualquier título, imponer patrones artísticos o culturales a los ciudadanos, como si tuviesen facultades 

más altas que la Constitución Federal, para decidir por los gobernados adultos qué clase de arte o de 

cultura les resulta conveniente asimilar, y como si los ciudadanos adultos no tuvieran el derecho, reco­

nocido y garantizado por la Constitución de elegir ellos mismos qué clase de elementos artísticos o cul­

turales desean asimilar. Y sería absurdo un proteccionismo pseudo nacionalista en estas materias, que 

impusiera a todo un pueblo la obligación de asimilar determinadas manifestaciones culturales, mediocres 

o no, sacrificando la garantía constitucional. Por otra parte, la protección a los ingresos pecuniarios de los 

músicos y ejecutantes nacionales no puede ser un valor tan alto que justifique el sacrificio de la libertad 

artística y cultural del pueblo mexicano, y la única manera aceptable de que se imponga el arte nacional 

será el superar su calidad, y el aprovechar las raíces culturales y la idiosincrasia del pueblo, las que 

pueden ser fomentadas, pero no impuestas, por la autoridad. Una imposición de la autoridad al respecto, 

a más de violar el derecho constitucional, vendría más bien a propiciar la mediocridad y la adulteración de 

los valores nacionales, a limitar el espíritu creativo y a reducir las capacidades de los mexicanos de estar 

al tanto y al nivel de las corrientes artísticas extranjeras.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 487/76. 18 de enero de 1977. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco. 
Secretario: Mario Pérez de León E.

Nota: En el Informe de 1977, la tesis aparece bajo el rubro "LIBERTAD CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE ARTE 
Y CULTURA.".

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Séptima Época, Volumen 97-102, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 144, Registro: 253108.
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PERIODISTAS. RESCISION DEL CONTRATO POR ESCRIBIR EN OTRO PERIODICO.*

Si la empresa demandada se excepcionó en el sentido de que había rescindido el contrato de trabajo del 

quejoso, con fundamento en lo que dispone el artículo 121 de la ley laboral, en su fracción II, por haber 

cometido éste una falta de probidad al haber colaborado en un periódico competidor del periódico de la 

empresa que ella edita, publicando en aquel periódico un artículo, por lo que estimaba que había prestado 

servicios en una empresa antagónica y el actor justificó que la excepción de la demandada era inoperante 

porque ni había existido tal colaboración para un periódico antagónico, ni podía estimarse como falta de 

probidad el hecho de haber solicitado, mediante inserción pagada, la publicación de un escrito refutando 

una crítica que se le hiciera por uno de los redactores del mismo periódico, en relación con dos libros 

de los que el demandante es autor, ello no puede considerarse como una falta de probidad, por cuanto 

sólo se trata de una libre manifestación de ideas que no contiene ofensa alguna y menos aún para un com­

pañero de labores. A mayor abundamiento, debe advertirse que en un régimen constitucional como el que 

nos rige, en el que la libertad de expresión es una de las primordiales garantías que consagra nuestra ley 

fundamental, principio que tan celosamente es defendido por la prensa de nuestro país, demostrando con 

ello su elevado concepto de esta garantía, no se concebiría una oposición de tal magnitud a una actitud, 

que no constituyendo delito alguno, representa una legítima defensa de las propias ideas, por cuanto cada 

individuo tiene facultad para opinar y expresar estas ideas, sin más taxativa que el respeto a la vida privada, 

a la moral y a la paz pública, como lo señala nuestro artículo séptimo constitucional.

Amparo directo 1438/59. 24 de febrero de 1960. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Angel Carvajal.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Séptima Época, Volumen XXXII, Quinta Parte, Cuarta Sala, p. 57, Registro: 
275967.
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REPARACION DEL DAÑO, COMPETENCIA TRATANDOSE DE (CALUMNIA Y DIFAMACION).*

Dentro del sistema de libertad de expresión que rige en nuestro país, todas las apreciaciones de índole 

histórica literaria o artística, son actos lícitos, a menos que se compruebe que son delictuosos. La libertad 

de manifestar y publicar ideas, es un derecho consignado en la Constitución como garantía del individuo. 

El uso de ese derecho tiene el solo límite que señala la propia Constitución y que sancionan las leyes 

penales; por consiguiente, no pueden ser penado sino cuando las autoridades correspondientes declaren 

que se ha abusado de la libertad de expresión y cometido un delito. Consecuentemente, tratándose de 

actos cuya ilicitud de que sean delitos, resulta indudable que un juez de lo civil, dentro de sus atribuciones, 

no puede hacer la declaratoria correspondiente, puesto que sólo un juez penal tiene la facultad para fijar 

qué hechos constituyen delito, y ante tal imposibilidad, el juez de lo civil no podría determinar la existencia 

del acto ilícito para condenar a la reparación de los daños y perjuicios resultantes de tal acto ilícito.

Amparo penal en revisión 5273/42. 17 de julio de 1947. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Fernando de la 
Fuente. La publicación no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Quinta Época, Tomo XCIII, Primera Sala, p. 753, Registro: 302783.
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DERECHOS POLITICOS, AMPARO CONTRA LA VIOLACION DE.*

Si bien es cierto que el amparo es improcedente contra actos de naturaleza eminentemente política, 

también lo es que esos actos pueden involucrar la violación de garantías individuales, protegidas por la 

Constitución; sería peligroso sustentar la tesis de que aun encontrándose íntimamente relacionados los 

derechos políticos con los derechos del hombre, se deseche, en todo caso, la demanda de amparo, pues 

resultaría que no habría un solo funcionario público que se estuviera en posibilidad de ejercer libremente 

sus funciones, porque bastaría que disintiera del criterio sustentado por la mayoría del grupo político, para 

que éste lo consignara al gran jurado, que es el que tiene el control del mismo cuerpo político y sería 

irremisiblemente desaforado; de sostener la tesis dicha, se mataría la libertad de expresión y la libertad de 

pensamiento, prerrogativas inestimables que la Constitución Federal, concede a los miembros de los 

cuerpos legislativos, protegidos ampliamente por el fuero inherente a esa clase de cargos. Por tanto, la 

privación de un cargo público, de elección popular, como el de diputado, puede envolver la violación de 

garantías individuales, por lo que la Primera Sala de la Suprema Corte considera, que no teniéndose a 

priori datos suficientes que ameriten considerar que sólo se trata de actos políticos, sino que puede existir 

alguna violación a las garantías individuales, no debe desecharse de plano la demanda de amparo que 

contra tales actos se enderece, sino que debe dárseles entrada, tramitarse el juicio en forma legal y, en su 

caso, dictar la resolución que corresponda.

Amparo penal. Revisión del auto que desechó la demanda 6348/34. 24 de julio de 1935. Unanimidad de cinco 
votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Quinta Época, Tomo XLV, Primera Sala, p. 1439, Registro: 312210.
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CORRECCIONES DISCIPLINARIAS.*

Las imputaciones de parcialidad que un litigante haga, tratándose de una recusación o de una acusación, 

respecto de un Juez, no constituyen falta alguna, sobre todo, si se trata de una simple lamentación del 

defensor, que en nada mejora la condición del defendido, pues sería coartar el amplio espíritu de defensa 

que nuestra Constitución, concede a los reos, el que, por temor a las correcciones disciplinarias, los de­

fensores se vieran cohibidos en cuanto a la forma de presentar sus defensas; por otra parte es legítima y 

respetable la libertad de expresión de los litigantes respecto a la conducta pública de los funcionarios 

judiciales, lo cual viene a constituir un medio de defensa contra las transgresiones a las leyes; de modo 

que si el defensor se limita a expresar su juicio acerca de la conducta oficial del Juez, en casos análogos 

al que defiende, no existe fundamento legal alguno para una corrección disciplinaria que, entonces, 

resulta violatoria de las garantías que otorga el artículo 16 constitucional.

Amparo penal en revisión 2310/32. 18 de enero de 1934. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona 
el nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Quinta Época, Tomo XL, Primera Sala, p. 563, Registro: 313076.
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LIBERTAD DE EXPRESION.*

La manifestación de las ideas y la libertad de exponerlas, haciendo propaganda para que lleguen a ser 

estimadas por la comunidad, no tiene otra restricción constitucional que los ataques a la moral o la 

provocación a la comisión de un delito, así como la perturbación del orden público, por lo que aquellas 

manifestaciones que tienden a hacer prosélitos para determinada bandería política o ideológica, no 

pueden constituir, entre tanto no alteren realmente el orden público, delito alguno, y reprimirlos constituye 

una violación a las garantías individuales.

Amparo penal directo 4709/31. 10 de mayo de 1933. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el 
nombre del ponente.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Quinta Época, Tomo XXXVIII, Primera Sala, p. 224, Registro: 313328.
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